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Este informe fue realizado en el marco del proyecto “Pago por Servicios Ambientales en las Américas” pa-
trocinado por la Fundación Ford y coordinado por PRISMA (Programa Salvadoreño de Investigación so-
bre Desarrollo y Medio Ambiente). El proyecto desarrolló esfuerzos en México, Costa Rica, Brasil y El Sal-
vador. La coordinación global del proyecto estuvo a cargo de Herman Rosa y Susan Kandel de PRISMA. 
La coordinación del esfuerzo en México estuvo a cargo de John Burstein, director de Foro para el Desarro-
llo Sustentable A.C. (FORO) 
 
El proceso seguido en México involucró a muchas personas en una especie de reflexión socializada en tor-
no al tema de Pago por Servicios Ambientales. Inicialmente, Elvia Quintanar, Pablo Muench y John Burs-
tein hicieron una conceptualización preliminar del tema, basados en los Términos de Referencia de 
PRISMA. Muench luego elaboró un documento básico sobre PSA en México, que sirvió de base de discu-
sión en un taller de un día con más de una docena de expertos, principalmente del sector público, que lo-
gró profundizar en la definición del tema y ejemplificar esfuerzos de PSA, particularmente en el estado de 
Chiapas. Posteriormente se comisionaron varios trabajos que alimentaron este informe: Adalberto Várgas 
y Elsa Esquivel del Fondo BioClimático elaboraron un ensayo sobre la experiencia del Fondo; Gonzalo 
Chapela y Mendoza hizo un ensayo sobre el marco legal y político mexicanos; David Wilsey, de la Univer-
sidad de Minnesota identificó los materiales académicos relevantes y fue coautor de la sección sobre biodi-
versidad; Alberto Vargas, John Burstein y Guillermo Jiménez elaboraron el informe de caso sobre captura 
de carbono en Chiapas (Fondo BioClimático); Luisa Paré y Héctor Marcelli elaboraron el informe de los ca-
sos de Ecoturismo en Oaxaca costa y Veracruz; Martha Miranda y Francisco Chapela elaboraron el estudio 
de caso de UZACHI, en la sierra de Oaxaca; Jasmín Aguilar aportó elementos de análisis en materia de po-
líticas públicas para fomentar esta actividad a partir de entrevistas a diferentes actores involucrados en la 
definición de políticas públicas en México; John Burstein también entrevistó expertos y líderes de organi-
zaciones civiles y sociales, del gobierno mexicano, de la banca multilateral, y de investigadores.  
  
La elaboración del informe integrado que sirvió de base para la publicación estuvo a cargo de un equipo 
redactor conformado por Jasmín Aguilar, John Burstein y Emilienne de León. Dicho informe integra apor-
tes y comentarios de los equipos que trabajaron los estudios de caso y del equipo de PRISMA. Cecilia Váz-
quez, Juan Ojeda, y Beatríz Fernández, colaboradores de FORO apoyaron en la corrección de estilo. La edi-
ción final del informe para su publicación y el resumen fueron realizadas por Herman Rosa, Director de 
PRISMA.  
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Por Herman Rosa, PRISMA 
 
 
Este informe forma parte de un proyecto 
coordinado por el Programa Salvadoreño de 
Investigación sobre Desarrollo y Medio Am-
biente (PRISMA) y apoyado por la Funda-
ción Ford. El proyecto se propuso identificar 
oportunidades, desafíos y riesgos para las 
comunidades rurales campesinas e indíge-
nas de las iniciativas de Pago por Servicios 
Ambientales. El proyecto exploró contextos 
y casos en México, Costa Rica, Brasil, El Sal-
vador y en el estado de Nueva York. *  
 
En este informe se entiende por servicio am-
biental la mitigación del deterioro, restaura-
ción y/o incremento, en forma conciente, de 
los procesos ecológicos esenciales que man-
tienen las actividades humanas. Ejemplos 
son la captura de carbono, servicios hídricos, 
conservación de la diversidad biológica y 
belleza escénica. El Pago por Servicio Ambien-
tal (PSA) es una retribución de los usuarios o 
consumidores de los servicios ambientales a 
quienes poseen o manejan la tierra en la que 
se generan dichos servicios.  
 
CONTEXTO NACIONAL DE MÉXICO 
 
El contexto de México para el desarrollo de 
experiencias de PSA ofrece cuatro rasgos 
importantes:  
 
                                                        
* Los informes y la síntesis global con las lecciones y 
recomendaciones del proyecto se encuentran disponi-
bles en el sitio Web de PRISMA (www.prisma.org.sv) 
• La riqueza natural de su territorio, con 
más de la cuarta parte de su territorio en 
bosque, que lo convierte en un país de 
mega-diversidad ecológica;  
• Un amplio acceso de las comunidades 
indígenas y campesinas a los recursos 
naturales;  
• El fuerte apoyo de las organizaciones de 
la sociedad civil a las iniciativas asocia-
das a PSA; y  
• El débil papel del Estado a la fecha en la 
promoción de iniciativas de PSA.  
 
En términos comparativos con el resto de 
América Latina, el aspecto que más llama la 
atención es el amplio acceso y control que 
las comunidades campesinas e indígenas 
tienen de los recursos naturales, pues con-
trolan más de la mitad del territorio y 80% 
de los bosques.  
 
Dicha situación es una herencia de la Revo-
lución Mexicana y del Artículo 27 de la 
Constitución de 1917 que estableció el pre-
cepto, aún vigente, de la propiedad pública 
de los recursos naturales (tierras, subsuelo y 
mar territorial) y la potestad del Estado para 
constituir la propiedad social (ejidos y bie-
nes comunales de los pueblos indígenas) y 
privada.  
 
Aún con la reforma del Artículo 27 en 1992 
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ha mantenido el dominio semi-colectivo so-
bre los ejidos, incluyendo las tierras foresta-
les que en un 80% se encuentran en manos 
de comunidades campesinas e indígenas. 
 
Este contexto resulta favorable para iniciati-
vas que buscan valorar los servicios ambien-
tales y beneficiar comunidades indígenas y 
campesinas, sobre todo cuando tomamos en 
cuenta el potencial de oferta de servicios 
ambientales.  
 
México ofrece un gran potencial para captu-
rar carbono. La diversidad genética que exis-
te en México - calculada en el 10% del total 
mundial - representa también un importante 
servicio ambiental. México cuenta con gran-
des atractivos naturales, por lo que la valo-
ración del paisaje a través del ecoturismo 
representa una oportunidad interesante para 
muchas comunidades campesinas. El servi-
cio ambiental hídrico asociado al manejo de 
las cuencas también es ampliamente recono-
cido como fundamental, aunque los usuarios 
todavía perciben que tal servicio debe ser 
gratuito o subsidiado.  
 
LOS ESTUDIOS DE CASO 
 
Este informe explora el tema de PSA en 
México a través de tres estudios de caso: (i) 
Fondo BioClimático, Chiapas (captura de 
carbono); (ii) UZACHI, Oaxaca (captura de 
carbono y biodiversidad); y (iii) Ecoturismo 
en tres experiencias (Mazunte y Ventanilla 
en la Costa de Oaxaca y Selva del Marinero, 
en Veracruz). 
 
FONDO BIOCLIMÁTICO (CHIAPAS) 
 
El Fondo BioClimático se estableció en 1997 
para administrar el financiamiento de Scolel 
Té, un proyecto piloto de captura de carbo-
no que surgió de la colaboración entre la or-
ganización campesina Unión de Crédito Pa-
jal Ya kac’tic (PAJAL), el Colegio de la Fron-
tera Sur (ECOSUR), y la Universidad de 
Edimburgo (Reino Unido). Participan en el 
proyecto más de 300 campesinos cafetaleros 
y milperos que siembran árboles para absor-
ber carbono en una hectárea en promedio de 
sus parcelas individuales de 4-5 hectáreas.  
 
En 1997, la Federación Internacional de Au-
tomovilismo compró las primeras 5,500 to-
neladas de carbono – su estimación de emi-
sión global anual – a un precio de US$10 por 
tonelada - subió luego a US$12 - pagados en 
tres tramos a lo largo de 10 años y sobre la 
base de un compromiso de 20 años. Una par-
te de ese monto cubre los gastos de asisten-
cia técnica y administración que proporciona 
la cooperativa de profesionales, AMBIO.  
 
El incentivo del pago por captura de carbo-
no representa un ingreso marginal para los 
campesinos, pero dicho incentivo se refuerza 
por las posibilidades de incursionar en el 
mercado de la madera producida bajo es-
quemas de forestería sustentable y de inte-
grar la captura de carbono en otras estrate-
gias como la producción de café orgánico u 
otras iniciativas agro-ecológicas. Los partici-
pantes aprovechan adicionalmente la asis-
tencia en la planeación de agro-ecosistemas, 
ofrecido por AMBIO a través del “Plan Vi-
vo” que orienta al productor y permite mo-
nitorear el carbono capturado bajo la estra-
tegia elegida por el productor.  
 
Los productores que participan en el proyec-
to de captura de carbono han mostrado ca-
pacidad para gestionar recursos y mantener 
su cohesión, pero también han experimenta-
do contradicciones con el resto de la comu-
nidad donde operan.  
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UZACHI, UNIÓN DE COMUNIDADES  
ZAPOTECO-CHINANTECAS (OAXACA) 
 
El proyecto de UZACHI inició como un mo-
vimiento de recuperación del control del 
aprovechamiento del bosque en sus territo-
rios. Luego evolucionó hacia un esquema de 
silvicultura comunitaria y recientemente, ha 
realizado esfuerzos para incorporar los ser-
vicios ambientales de biodiversidad y captu-
ra de carbono. En todo el proceso, UZACHI 
ha sido asesorada por la organización civil 
ERA (Estudios Rurales y Asesoría Campesi-
na).  
 
El territorio de las tres comunidades que 
conforman la UZACHI (26,112 ha) se maneja 
colectivamente bajo un Plan de Manejo Fo-
restal y un Plan de Ordenamiento Territorial 
(POT) construidos participativamente. Di-
chos planes definen las zonas de protección 
a la diversidad biológica, suelo y agua; las 
zonas de producción para generar ingresos 
(producción de madera); y las zonas para la 
producción de autoconsumo (trigo y maíz). 
 
El desarrollo de la oferta de servicios am-
bientales se concentra en la investigación de 
recursos biológicos y la captura de carbono. 
La investigación de recursos biológicos apo-
ya la diversificación productiva a través de 
la producción de hongos, orquídeas y otras 
plantas ornamentales.  
 
Además, bajo un contrato de tres años con 
SANDOZ (hoy Novartis) firmado en 1995 
para investigar plantas medicinales, 
UZACHI asumió actividades de campo y la-
boratorio, mientras que SANDOZ financió 
un laboratorio, capacitó al personal, pagó 
por el servicio prestado y se comprometió a 
pagar una cuota fija a UZACHI por su parti-
cipación, en caso de encontrarse un nuevo 
producto de aplicación terapéutica. Para los 
autores del informe, esa experiencia muestra 
cómo beneficiar a las comunidades, incenti-
vando el mantenimiento de áreas silvestres y 
generando avances científicos. 
 
En cuanto a la captura de carbono, UZACHI, 
IXETO (Unión de Comunidades Ixtlán-Etla, 
Oaxaca), junto con las organizaciones civiles 
ERA y CCMSS (Consejo Civil Mexicano para 
la Silvicultura Sostenible) formularon una 
propuesta de captura de 836,000 toneladas 
de carbono a lo largo de 30 años aplicando 
sistemas de silvicultura y agro-silvicultura.  
 
El proyecto busca estabilizar la frontera 
agrícola, incrementar la masa forestal y 
hacer un uso más eficiente de la leña. El cos-
to de inversión por tonelada estimado en 
US$6, dejaría una ganancia neta de 40% en 
base a un precio de US $10 por tonelada. 
Todavía no venden carbono pero exploran 
los mercados de las principales ciudades del 
país, en particular el de Ciudad de México. 
 
ECOTURISMO: MAZUNTE Y VENTANILLA  
(OAXACA); SELVA DEL MARINERO (VERACRUZ) 
 
En Mazunte, después que el gobierno decre-
tó una veda para la tortuga, la comunidad 
buscó fuentes alternativas de ingresos y en 
1992 estableció una “Reserva Ecológica 
Campesina” de 14,000 ha y una Asociación 
de Comuneros que recibió la concesión del 
frente de playa. Siete años después, Mazunte 
contaba con 400 camas, 12 restaurantes, un 
pequeño hotel, 30 negocios sobre la playa y 
cuatro taxis. La mayor parte de la población 
vivía del turismo y existía una fábrica de 
cosméticos naturales y un Museo de la Tor-
tuga. Sin embargo, este éxito llevó a sobre-
pasar la capacidad de carga, descuidándose 
la conservación, aunque existen varios acto-
res que luchan por promover y mantener el 
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El proyecto de Ventanilla se desarrolló des-
pués del desastre del Huracán Paulina 
(1997), cuando las tareas de limpieza y refo-
restación del manglar resultaron en un es-
fuerzo adicional para adaptar el área para 
eco-turistas interesados en observar aves y 
cocodrilos, siendo la regeneración de estos 
últimos una actividad fundamental. La Aso-
ciación de Comuneros de Ventanilla organi-
za las actividades de servicios turísticos y de 
mantenimiento de los esteros y manglares. 
Una demanda turística más moderada pare-
ce más propicia para la conservación del 
ambiente que en Mazunte.  
 
El proyecto Selva del Marinero en el ejido 
López Mateos dentro de una área protegida, 
surgió con el apoyo de la asociación “Pro-
yecto Sierra Santa Marta”. En 1997 se orga-
nizó la primera excursión de turistas y ac-
tualmente reciben unos 500 turistas anuales, 
principalmente desde la ciudad de México. 
Los oferentes muestran un alto nivel de con-
ciencia y preocupación por el paisaje, sepa-
ran la basura y erradicaron la costumbre de 
lavar directamente en arroyos. Obtienen in-
gresos modestos de US$35 por persona en 
promedio, que representan 10 días de traba-
jo. La distribución responde al esfuerzo in-
dividual y es muy desigual, lo que genera 
cierto conflicto. Para hacer viable el proyecto 
social y económicamente, es necesario in-
crementar la afluencia de turistas.  
 
Los tres proyectos ecoturísticos llenan la 
condición de reinvertir ingresos en mantener 
los recursos biológicos y muestran una 
apropiación de lo ambiental, aunque la lógi-
ca del mercado turístico puede socavarla, 
como en Mazunte. Ventanilla y Selva del 
Marinero con menor afluencia de turistas, 
conservan mejor el paisaje, pero su viabili-
dad económica está en entredicho. Tampoco 
está resuelto el tema de la distribución no-
equitativa de ingresos que resulta del des-
igual involucramiento en aprovechar un te-
rritorio común. 
  
LECCIONES DE LOS CASOS DE MÉXICO 
 
Las iniciativas de PSA representan una opor-
tunidad para diversificar y fortalecer las es-
trategias de vida de las comunidades indí-
genas y campesinas, pero su potencial de-
pende de condiciones como las siguientes:  
 
• Acceso amplio y reconocido a la base de 
recursos naturales;  
• Capacidad de organización y acción co-
lectiva de las comunidades para estable-
cer acuerdos, apropiarse de las estrate-
gias, asegurar un manejo que garantice 
la continuidad en la provisión de servi-
cios ambientales, así como el manejo de 
conflictos;  
• Asociaciones estratégicas con interme-
diarios que apoyen en la investigación, 
asistencia técnica, certificación, gestión 
de fondos, promoción y venta;  
• Fortalecimiento de la demanda para via-
bilizar las iniciativas; y  
• Un marco macro-institucional favorable.  
 
La condición de acceso amplio a los recursos 
naturales se cumple en México. Cumplida 
esa condición de amplio acceso, cabe inter-
rogarse si la modalidad de acceso es un fac-
tor importante en las iniciativas de PSA.  
 
Los casos de México parecen indicar que ese 
no es un factor determinante, pues tanto la 
experiencia del Fondo BioClimático con 
productores individuales, como la de 
UZACHI haciendo un manejo colectivo, re-
sultan viables.  Pero esa viabilidad la ofrece 
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el hecho de que en ambos casos estamos 
hablando de campesinos organizados, pues 
es a través de la organización que se logra 
avanzar en la apropiación de los valores del 
desarrollo sustentable que deben de preva-
lecer en los esquemas de PSA.  
 
Por otra parte, cuando la provisión del ser-
vicio ambiental requiere un manejo integral 
del paisaje a escalas más grandes como en la 
biodiversidad o belleza escénica, resulta vi-
tal la capacidad de organización para la ac-
ción colectiva. En algunos casos, el manejo 
colectivo también facilita la acción colectiva 
como lo muestra el caso de UZACHI. En 
cualquier caso, la falta o debilitamiento de la 
capacidad de acción colectiva pone en riesgo 
la permanencia del servicio ambiental.  
 
La fortaleza organizativa también resulta 
clave para manejar los conflictos asociados a 
iniciativas de PSA. Estos conflictos pueden 
surgir al interior de las comunidades por di-
versas razones: por la introducción de nue-
vos esquemas como es el caso de PSA; por 
las desigualdades en los ingresos que puede 
generar en contextos sociales regidos por 
valores del igualitarismo, en particular 
cuando el servicio tiene que ver con 
territorios de propiedad comunal, etc.   
 
También pueden darse conflictos entre co-
munidades y los intermediarios que tienden 
a jugar un papel bastante protagónico en la 
mayoría de iniciativas. En efecto, los casos 
muestran que los intermediarios – general-
mente organizaciones civiles – desempeñan 
funciones cruciales en los procesos de PSA, 
entre ellas, investigación previa, asistencia 
técnica, gestión de fondos, certificación, 
promoción y venta.  
En cualquier caso, resulta fundamental, 
construir alianzas estratégicas, respetuosas y 
empoderadoras, entre las organizaciones ci-
viles y las organizaciones sociales que apo-
yan. Asimismo, es vital incluir en los proyec-
tos de PSA un componente importante de 
fortalecimiento organizacional, con capaci-
dad de resolución de conflictos y esquemas 
de transferencia de capacidades y funciones 
hacia las organizaciones sociales. 
 
El fortalecimiento de la demanda viabiliza 
las iniciativas de PSA, lo que hace de la 
promoción y la comercialización tareas im-
portantes. La combinación de los mercados 
de servicios ambientales con los de comercio 
justo, solidarios con las comunidades cam-
pesinas e indígenas ofrece posibilidades in-
teresantes en ese sentido. La creación de ins-
tancias de certificación o el fortalecimiento 
de las existentes también es clave, siendo 
recomendable que esta función de 
certificación esté a cargo de instancias 
diferentes de las que ofrecen la asistencia 
écnica. t 
En teoría, es más eficiente integrar en la ofer-
ta diversos servicios ambientales, tal como 
hace UZACHI con su proyecto integral y 
adaptativo que cada vez se complejiza más y 
contando con el respaldo de las comunida-
des.  Sin embargo, la especialización en un 
servicio ambiental – como en el Fondo Bio-
Climático y Mazunte – puede también ser 
exitosa en términos empresariales.  
 
El marco macro-institucional también juega 
un papel importante, imponiendo restriccio-
nes o brindando estímulos directos. Por 
ejemplo, la intervención del gobierno para 
establecer la veda de la tortuga, desató las 
experiencias de ecoturismo en Mazunte y 
Ventanilla. El decreto de la Reserva de la 
Biosfera de los Tuxtlas favoreció el lanza-
miento del proyecto de ecoturismo en la Sel-
va del Marinero. La Ley Forestal de 1986 fa-
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munidades serranas en Oaxaca y la integra-
ción de los múltiples servicios ambientales 
del bosque en el esquema que han desarro-
llado en UZACHI.  
 
El contexto socio político también puede di-
ficultar el proceso, cuando no existe un 
acuerdo social básico sobre como manejar 
esquemas de PSA o cuando existen impor-
tantes lagunas legales, pues ello puede agu-
dizar el conflicto y la polémica a nivel na-
cional, como en el caso de la bioprospección 
en México o respecto a las estrategias de 
PSA en general. Por lo tanto, actividades que 
permitan establecer un consenso social bási-
co sobre el tema de PSA, resultan también 
importantes para que dichas iniciativas se 
desarrollen sobre bases sólidas. 
Finalmente, PSA puede verse limitado en su 
impacto si no asume un enfoque de políticas 
públicas y se queda simplemente en proyec-
tos o experiencias piloto promovidas por or-
ganizaciones de la sociedad civil como ha 
sido el caso de México hasta la fecha.  
 
Al respecto, es preciso reconocer que existe 
un gran potencial para incorporar esquemas 
de apoyo a PSA – en formas de pago direc-
tos u otros tipos de compensación y estímulo 
- en las intervenciones gubernamentales 
hacia el campo, sobre todo si se privilegian 
zonas marginadas y empobrecidas tanto so-
cial como ecológicamente, pues ello permiti-
ría maximizar el impacto positivo, tanto en 
los recursos naturales como en las condicio-
nes de vida de quienes los manejan. 
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PAGO POR SERVICIOS AMBIENTALES 




En este informe se entiende por servicio am-
biental la mitigación del deterioro, restaura-
ción y/o incremento, en forma consciente, 
de los procesos ecológicos esenciales que 
mantienen las actividades humanas. Ejem-
plos son la captura de carbono, servicios 
hídricos, conservación de la diversidad bio-
lógica y belleza escénica. El Pago por Servicio 
Ambiental (PSA) es una retribución de los 
usuarios o consumidores de los servicios 
ambientales a quienes poseen o manejan la 




El contexto de México para el desarrollo de 
experiencias de Pago por Servicios Ambien-
tales (PSA) ofrece cuatro rasgos importantes:  
 
• La riqueza natural de su territorio, con 
más de la cuarta parte de su territorio en 
bosque, que lo convierte en un país de 
mega-diversidad ecológica;  
• Un amplio acceso de las comunidades 
indígenas y campesinas a los recursos 
naturales;  
• El fuerte apoyo de las organizaciones de 
la sociedad civil a las iniciativas asocia-
das a PSA; y  
• El débil papel del Estado a la fecha en la 
promoción de iniciativas de PSA.  
LA RIQUEZA NATURAL DE MÉXICO 
 
México es un país “megadiverso” por su 
condición de diversidad climática y su posi-
ción como puente entre los organismos neár-
ticos y los neotropicales.1 México también 
cuenta con grandes recursos forestales. Su 
territorio de casi 2 millones de kilómetros 
cuadrados, está cubierto en una cuarta parte 
por bosque natural cerrado, en tanto otros 18 
millones de hectáreas corresponden a bos-
que degradado.  
 
AMPLIO ACCESO DE LOS CAMPESINOS E 
INDÍGENAS A LOS RECURSOS NATURALES 
 
México representa un caso especial en Amé-
rica Latina, por el amplio acceso y control 
que las comunidades campesinas e indíge-
nas tienen de los recursos naturales, una 
herencia de la Revolución Mexicana y del 
régimen de propiedad consignado en el Ar-
tículo 27 de la Constitución de 1917. Dicho 
artículo estableció el precepto, aún vigente, 
de la propiedad pública de los recursos na-
turales (tierras, subsuelo, y mar territorial) y 
                                                        
1 Según Benítez Díaz y González (1997), México es el 
país con mayor diversidad ecológica de América Lati-
na, pues presenta los cinco tipos de ecosistemas, 9 de 
los 11 tipos de hábitat (82%) y 51 de las 191 eco-
regiones identificadas (26.7%). México ocupa el lugar 
12 en el mundo en número de especies, el primer lugar 
en reptiles y es centro de origen y mayor diversidad de 
especies vegetales como pinos, nopales, agave, agua-
cate, algodón, amaranto, cacao, calabaza, camote, 
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la potestad del Estado para constituir la 
propiedad social (ejidos y bienes comunales 
de los pueblos indígenas) y privada. Si bien 
la Administración de Carlos Salinas modifi-
có en 1992, el Artículo 27 para permitir la 
venta de las parcelas ejidales, se mantuvo la 
persistencia del dominio semi-colectivo so-
bre los ejidos, incluyendo las tierras foresta-
les que en un 80% se encuentran en manos 
de comunidades campesinas e indígenas, 
que a su vez representan alrededor del 25% 
de la población mexicana.  
 
El sector campesino está mostrando capaci-
dad de innovación, de integrarse vertical-
mente, emplear tecnologías apropiadas e in-
gresar a nuevos mercados. Un ejemplo nota-
ble, es el del café orgánico - México produce 
cuatro quintas partes del café orgánico del 
mundo – donde los productores, en gran 
parte campesinos organizados, producen, 
benefician, empacan y exportan el producto. 
 
APOYO DE LA SOCIEDAD CIVIL  
A LAS INICIATIVAS CAMPESINAS 
 
México cuenta con un importante acervo de 
organizaciones civiles que ha brindado apo-
yo político a reivindicaciones campesinas. 
Un ejemplo ha sido la lucha de las comuni-
dades campesinas por el control efectivo de 
los recursos forestales en sus territorios, que 
el gobierno había concesionado de manera 
creciente a compañías madereras privadas. 
El modelo de “silvicultura social” que sur-
gió, especialmente en Oaxaca, Quintana 
Roo, Chiapas y Michoacán, también fue res-
paldado por organizaciones civiles.  
 
Más allá del apoyo político que promueve 
una visión del campesino como custodio de 
los recursos naturales, las organizaciones 
civiles desempeñan tareas claves de apoyo 
de asistencia técnica, gestión de fondos, bús-
queda de mercados, y certificación de pro-
ductos para entrar en mercados especializa-
dos. El papel de las organizaciones civiles en 
la certificación, también es importante.2  
 
Si bien, las organizaciones civiles lideran la 
promoción de iniciativas de PSA, también 
existen grandes desacuerdos frente al tema. 
Algunas organizaciones critican lo que con-
sideran una mercantilización de la naturale-
za, por principio o por considerar que los 
arreglos son desventajosos para las comuni-
dades indígenas y campesinas. Las posturas 
más críticas se han dado frente al tema de 
bioprospección. 
 
EL DÉBIL PAPEL DEL ESTADO EN LA 
PROMOCIÓN DE ESTRATEGIAS DE PSA 
 
El estado mexicano no ha sido muy activo en 
el tema de pago por servicios ambientales. 
Sin embargo, existe una cierta apertura den-
tro del marco global de políticas públicas 
que tienden a enmarcarse dentro de la lógica 
neo-liberal de favorecer el uso de instrumen-
tos de mercado para la gestión ambiental, y 
por el interés de terminar con los subsidios y 
el tutelaje hacia el sector campesino. El mar-
co legal existente, por su parte, aunque no 
tiene disposiciones que expresamente apo-
yen este tipo de iniciativas, en principio deja 
abierto el espacio para impulsarlas (Ver 
Cuadro 1). 
                                                        
2 Para la agricultura orgánica – sobre todo café orgáni-
co - existen certificadores nacionales como OCIA y 
Certimex. El Consejo Civil Mexicano para la Silvicultura 
Sustentable, A.C. (CCMSS), afiliado al Forest Ste-
wardship Council (FSC), certifica madera producida 
bajo planes de manejo sustentable. Además, el foro 
“Iniciativa Mexicana” o CERTIFOR garantiza la correc-
ta aplicación de la certificación de la madera y en el 
mismo participan organizaciones civiles como el 
CCMSS y organizaciones de productores forestales. El 
CCMSS tiene también interés en servir de certificadora 
de captura de carbono. (entrevista con Sergio Madrid) 
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Cuadro 1 




Relación con PSA 
Constitución, Artículo 27 Tutela del patrimonio de recursos naturales y servicios ambientales. Restringe los derechos de pro-
piedad sobre las tierras e interés público como fundamento de subsidios, incentivos y transferencias 
financieras. 
Ley general del equilibrio 
 ecológico y protección al  
ambiente (LGEEPA) 
El apartado de instrumentos económicos prevé los incentivos y la formación de instrumentos de 
mercado, pero sigue sin reglamento. 
Ley de Vida Silvestre Promueve aprovechamiento económico de especies de flora y fauna. 
Ley de Bioseguridad Podría incluir una regulación de derechos de propiedad intelectual y bioprospección favorables al es-
tablecimiento de esquemas de PSA. 
Ley Forestal Con los programas de manejo, establece las bases de evaluación y monitoreo para el pago de estra-
tegias de PSA. Contiene limitaciones a la posibilidad de canalizar recursos al mejoramiento del bos-
que. 
Ley Agraria Posibilita la canalización de inversiones para empresas productoras de servicios ambientales. 
Ley de Conservación  
de Suelos 
Prevé mecanismos de concertación para transferencias financieras en las cuencas hidrográficas. 
Instrumenta la canalización de recursos para el mejoramiento de las tierras y de sus servicios am-
bientales. 
Ley de Aguas Contiene la figura de “consejos de cuencas” como espacio de concertación y administración de PSA 
en cuencas. 
Convención Marco sobre  
Cambio Climático/ 
Protocolo de Kioto 
Compromiso de participar en mejora de factores en la emisión de gases de efecto invernadero. Apo-
yo para programas de conservación, aprovechamiento sustentable de recursos naturales, etc., y pa-
ra el Mecanismo de Desarrollo Limpio  
Convención sobre  
Biodiversidad 
Compromiso de desarrollar programas gubernamentales para conservar, con utilización sustentable, 
la diversidad biológica. 
Tratado de Libre Comer-
cio de América del Norte 
Provee disposiciones relativamente protectoras de los derechos de propiedad intelectual necesarios 
para el pago por biodiversidad. 
FUENTE: Anexo.  
VISIÓN PANORÁMICA SOBRE  
LOS SERVICIOS AMBIENTALES EN MÉXICO 
 
CAPTURA DE CARBONO 
 
México ofrece un gran potencial para masifi-
car la captura de carbono. Más de la cuarta 
parte de su territorio está en bosque y es ne-
cesario reconvertir a su vocación forestal 
una sexta parte del territorio. El esquema 
puede asociarse a un programa de desarro-
llo campesino, porque más de la mitad del 
territorio nacional se mantiene en manos de 
campesinos, muchos de ellos indígenas.  
 
El Centro de Ecología de la Universidad Na-
cional (UNAM), hizo un análisis costo-
beneficio de la captura de carbono en tres 
experiencias de silvicultura comunitaria en 
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Quintana Roo), en bosque templado nativo 
(San Pedro el Alto, Oaxaca), y en una plan-
tación maderera (La Sábana, Oaxaca). 
 
Dicho análisis concluyó que: a) el bosque 
tropical nativo ofrecía el nivel más alto de 
captura, pero su viabilidad económica era 
“frágil” por la escasez de especies madereras 
con mercado; b) el bosque templado nativo 
tenía un nivel “intermedio” de captura y la 
viabilidad económica más alta por el pre-
dominio de especies con mercados (pino y 
encino) y una densidad más alta que en el 
trópico; c) La plantación maderera con un 
“moderado” nivel de captura, requería la 
inversión más grande y costos anuales más 
altos, y su viabilidad económica dependía de 
la proximidad a carreteras y la posibilidad 
de extensiones de 20,000 ha o más (Masera y 
otros, 1997).  
 
La Red Mexicana de Esfuerzos contra la De-
sertificación y la Degradación de los Recur-
sos Naturales (RIOD-MEX) demanda que se 
incluya la captura de carbono en el suelo en 
los procedimientos reconocidos para su pa-
go, incluyendo aspectos relacionados con la 
conservación de tierras agrícolas y ganade-
ras, tomando en cuenta la capacidad para 
producir y mantener biomasa depositaria de 
carbono de los policultivos, cultivos de co-
bertura y variaciones en la aplicación de téc-
nicas de labranza de conservación.3
                                                        
                                                       
3 Según SEMARNAP, ello puede significar 1,000 millo-
nes de toneladas por cada punto porcentual de conte-
nido de masa orgánica (MO), solamente en las tierras 
de uso agrícola. La Secretaria Carabias de 
SEMARNAP está de acuerdo con RIOD en el sentido 
de negociar el endoso de la agenda de mantenimiento 
y ampliación de los depósitos de carbono de la CMCC 
a la de Desertificación, lo cual abriría nuevos campos 
de aplicación de recursos financieros provenientes del 
Global Environmental Facility del Banco Mundial. 
(Chapela, G.; 2000) 
Las estrategias de captura de carbono del 
Fondo BioClimático, en Chiapas y de la 
Unión Zapoteca-Chinanteca (UZACHI) en 
Oaxaca se discuten más adelante. 
 
CONSERVACIÓN DE LA BIODIVERSIDAD  
 
La riqueza de diversidad genética que existe 
en México (calculada en el 10% del total 
mundial), se encuentra básicamente en las 
zonas tropicales y de bosque templado, en 
su mayor parte en áreas protegidas y otras 
de propiedad social. La conservación y re-
creación del hábitat de la flora y fauna en es-
tas zonas representa un importante servicio 
ambiental, así como el acervo importante de 
información que ha acumulado la población 
de esas zonas acerca de las propiedades de 
muchas plantas y animales, principalmente 
en sus aspectos agrícolas y medicinales, y 
para su aprovechamiento sustentable.  
 
El gobierno mexicano ha establecido varios 
instrumentos para preservar la biodiversi-
dad, siendo el más importante las áreas na-
turales protegidas, pero los mecanismos del 
mercado son cada vez más importantes para 
tal propósito, donde actores de la sociedad 
civil pueden hacer un importante aporte.  
 
BIOPROSPECCIÓN Y CONSERVACIÓN IN SITU 
 
La biodiversidad tiene un valor enorme para 
la agricultura y la medicina. Sin embargo, la 
bioprospección resulta una actividad bastan-
te polémica e incluso ilegal como en el caso 
de la "bio-piratería”.4  
 
El contrato legal, como instrumento para 
frenar la piratería, presenta importantes re-
 
4 Para Brush la biopiratería incluye tres elementos: la 
adquisición de recursos genéticos, su privatización, y 
la no-devolución de beneficios al lugar de origen. 
(Brush, 1998) 
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tos. Por un lado, requiere definir claramente 
los “dueños” del servicio o del bien en ven-
ta; en México los recursos naturales son pro-
piedad de la nación,5 pero el conocimiento 
acerca de los recursos puede ser propiedad 
del individuo, la comunidad, hasta la etnia. 
Por otra parte, como generalmente se busca 
el mantenimiento de la biodiversidad a per-
petuidad, el contrato tiene que ofrecer incen-
tivos persuasivos a largo plazo que compen-
sen el costo de oportunidad a corto plazo. 
(Agrawal y Gibson, 1999; Wilsey, 2000). 
 
En México, existen varios intentos de bio-
prospección. Una de las experiencias es la 
prospección de plantas medicinales en zonas 
de población maya en los Altos de Chiapas 
por el “International Biodiversity Collabora-
tion Group” (IBCG).6 El acuerdo hace 
referencia a la creación de un fideicomiso 
cuyas beneficiarias serán las comunidades 
participantes, con el 25% de las regalías 
provenientes de cualquier medicamento que 
pudiera resultar para “proyectos 
productivos cooperativos, proyectos de 
capacitación comunitaria, becas para 
estudiantes indígenas destacados y 
preferentemente ligados al aprovechamiento 
sustentable de su flora medicinal” (IBCG, 
999). 
                                                       
1 
Dicho proyecto avanzó al punto de haber 
involucrado a 41 comunidades en 13 muni-
cipios, aunque se presentaban diferencias 
entre las visiones del proyecto y de las y los 
campesinos.7 El proyecto fue también cues-
 
                                                                                
5 México cuenta con colecciones nacionales de bancos 
genéticos de la propiedad pública y científicos mexica-
nos intercambian germoplasma libremente con científi-
cos de otros países. (Brush, 1998) 
6 En dicho grupo - apoyado por el National Institute of 
Health del gobierno de Estados Unidos - participan la 
Universidad de Georgia, el Colegio de la Frontera Sur 
y la compañía de británica Molecular Nature Limited. 
7 Un investigador del proyecto explicó que las comuni-
tionado por el Consejo de Organizaciones de 
Médicos y Parteras Indígenas Tradicionales 
de Chiapas (COMPITCH), porque no cum-
plió con el requisito de asegurar el conoci-
miento y aprobación anteriores de las co-
munidades.8 Para COMPITCH este caso de-
be servir para promover legislación con res-
pecto a la bioprospección.9 SEMARNAP in-
tentó, infructuosamente, mediar en este con-
flicto.  
 
Otro caso de intento de bioprospección se da 
entre la Universidad Nacional Autónoma 
Mexicana (UNAM) y una compañía esta-
dounidense, Diversa Corporation. Este 
acuerdo fue objetado y denunciado por va-
rias ONG.10 Una coalición de ONG argu-
menta que si bien la ley ambiental 
(LGEEPA) hace referencia a la “repartición 
equitativa de los beneficios” del aprovecha-
miento de especies de flora y fauna silvestre, 
la Constitución garantiza que la propiedad 
nacional debe ir al “beneficio social”. Por lo 
tanto, consideran que no se debe permitir 
patentes de la vida. (Marielle, 2001) 
 
Otra experiencia importante es la de 
UZACHI (Unión de Comunidades Zapoteca 
– Chinantecas) que se discute más adelante 
como caso. 
 
dades buscan objetivos de corto plazo y que el proyec-
to sigue sin ser entendido, a pesar de la fuerte inver-
sión realizada en explicar el proyecto a las comunida-
des. (entrevista) 
8 Rural Advancement Foundation International (RAFI), 
una ONG canadiense, ha difundido información sobre 
el caso y está dando seguimiento a tres proyectos adi-
cionales en bioprospección en México. Se sabe que la 
compañía Merk propone trabajar en la Sierra Juárez 
de Oaxaca. 
9 Entrevista con Simon Ticehurst, Oxfam-UK. 
10 GEA, Greenpeace, UNORCA, CECCAM, ANAD, 
Red de Permacultura México, y Coordinadora Ciuda-
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CAFÉ BAJO SOMBRA 
 
El café es quizá el producto agrícola que más 
se presta para ofrecer el servicio ambiental 
de biodiversidad. En México - uno de los 
productores del café más grandes del mun-
do - el 90% de los casi 200,000 productores 
mexicanos (con más de 850,000 ha en culti-
vo) son pequeños productores que manejan 
menos de 5 ha y la mayoría menos de 2 ha). 
Por otra parte, según Moguel y Toledo 
(1999), “entre el 60 y 70% de las áreas cafeta-
leras se encuentran bajo manejo tradicional y 
por lo menos 14 de 155 regiones prioritarias 
recomendadas para su conservación se so-
breponen o están próximas a áreas con café 
bajo sombra y manejo tradicional”.11
 
Existe una estrategia de comercialización in-
cipiente del café bajo sombra – promovido 
como “amigable con los pájaros”- dirigida a 
conservacionistas norteamericanos.12 El es-
cenario se confunde con el café orgánico – 
con sistemas de producción, certificación y 
comercialización avanzados como logro de 
las organizaciones de base cafetaleras – que 
en gran medida es café cultivado bajo som-
bra. Adicionalmente, el café que se dirige al 
mercado justo y mercado solidario con las 
poblaciones indígenas, también en gran par-
te es café de sombra.13 Para viabilizar el 
                                                        
                                                                                
11 El “manejo tradicional” puede consistir en sistemas 
de simplificación del dosel; no obstante, siguen exis-
tiendo comúnmente más de cuarenta especies de ár-
bol. Asimismo, existen numerosos estudios acerca de 
la diversidad significativa de las poblaciones de los ar-
trópodos, mamíferos y pájaros que subsisten dentro de 
los sistemas agroforestales cafetaleros en México 
(Perfecto, 1996) 
12 El Smithsonian Migratory Bird Center en Washing-
ton, D.C. ha promovido la estrategia de “bird-friendly 
coffee”. 
13 El café orgánico representa menos del 1% del mer-
cado de café en EEUU, pero está aumentando rápi-
damente y los mercados de café orgánico/solidario de 
Europa y EEUU ya ofrece un sobreprecio al producto 
mercado de café bajo sombra, Perfecto y 
otros concluyen que se tendría entre otras 
cosas que vender los servicios de protección 
del suelo, surtimiento de agua pura, y segu-
ridad de los trabajadores (bajo la premisa de 
ser orgánico).14
 
COMERCIALIZACIÓN DE ESPECIES  
Y EL MERCADO CINEGÉTICO 
 
En las últimas dos décadas ha surgido un in-
terés deportivo por la cacería en los ranchos 
en el norte, donde las condiciones ambienta-
les imponen la necesidad de grandes exten-
siones para el ganado, lo que permite su co-
existencia con la fauna silvestre, pero que a 
la vez dificultan el control del territorio por 
los propietarios. Por otra parte, la generali-
zación de los corrales de engorda ha puesto 
en crisis a la ganadería extensiva tradicional 
y los ranchos han ido quebrando.  
 
Como respuesta a esa situación, algunos 
ranchos ganaderos se están reconvirtiendo a 
residencias, normalmente para turismo de 
primera clase, en el esquema de “turismo 
rural”, muchas veces ligado al interés por las 
actividades cinegéticas. Además, la Ley de 
Vida Silvestre define una nueva entidad, la 
Unidad de Manejo Ambiental (UMA), para 
promover que los propietarios rurales – y 
especialmente los ejidos - conviertan sus te-
rrenos a usos económicos de protección de la 
biodiversidad y conservación del hábitat, re-
de decenas de miles de cafetaleros campesi-
nos/indígenas de Oaxaca, Chiapas, y Veracruz.  
14 Además sugieren eliminar los apoyos a la “moderni-
zación” del sector cafetalero o su transformación a ca-
fé bajo sol; explorar el empleo de incentivos, como ac-
ceso al crédito, asistencia en la producción y comercia-
lización, y alivio de impuestos; internalizar los gastos 
derivados del uso de pesticidas, tales como sanea-
miento de las fuentes de agua potable, merma en pro-
ducción, deterioro de la salud de los trabajadores, y 
merma de la producción pesquera; ligar la estrategia 
de café bajo sombra con el café orgánico. 
6 PROGRAMA SALVADOREÑO DE INVESTIGACIÓN SOBRE DESARROLLO Y MEDIO AMBIENTE 
 
 
 C O N T E X T O,  E X P E R I E N C I A S  Y  L E C C I O N E S  D E  M É X I C O 
cibiendo a cambio asistencia técnica y otros 
incentivos por parte del gobierno.15
 
Otras experiencias de reconversión de ran-
chos ganaderos a cinegéticos, se observan en 
Sonora, Nuevo León y Tamaulipas. En el 
centro del país, hay ejemplos del aprove-
chamiento de recursos de flora y fauna como 
el establecimiento de cotos de caza en 
Hidalgo, y el ejido cinegético y de servicios 
turísticos de Río Frío, Puebla, que cría en 
confinamiento venados, iguanas, lagartos, 
mariposas, y diversas especies de loros. 
 
La expectativa de ingresos por derechos de 
cacería se ha visto reflejada en nuevas inver-
siones en el desarrollo de condiciones favo-
rables para la fauna, y muy eventualmente 
la introducción de especies, principalmente 
venado cola blanca (Odoicoleus virginianus). 
El principal efecto del desarrollo de ese mer-
cado ha sido la vigilancia y la reducción de 
la cacería furtiva.  
 
El caso del tratamiento cinegético de espe-
cies amenazadas ha sido denunciado por 
grupos conservacionistas. Un caso que ilus-
tra la complejidad del tema es el del remate 
del derecho de cacería de dos machos de bo-
rrego cimarrón, a favor del ejido del Brama-
dero, en Baja California, por US$375,000 ca-
da uno. Ha resultado un incentivo fuerte pa-
ra evitar la matanza indiscriminada que 
hacían de ese animal los propios ejidatarios 
y los mismos cazadores, actualmente sujetos 
a permisos pagados y las regulaciones esta-
blecidas. El caso del borrego cimarrón en Ba-
ja California estableció la franja más alta de 
los ingresos posibles por la cacería. 
                                                        
                                                       
15 Las UMAS son concebidos en grande, ya que po-
drán llegar a ocupar 9.84 millones de ha (en compara-
ción con las Areas Nacionales Protegidas que cubren 
8.79 millones de ha). (entrevista, R. Hernández) 
Los efectos de reducir o eliminar la carga del 
ganado sobre las tierras de pastoreo han per-
mitido recuperar cobertura vegetal y la 
repoblación de fauna. Las especies comercia-
lizables son generalmente mamíferos de ta-
lla mediana y grande, como el venado y los 
borregos, o aves como los gansos y patos 
migratorios. La mejoría de hábitat proba-
blemente tiene también un efecto sustancial 
sobre la proliferación de especies vegetales, 
pero no existe información cuantitativa so-
bre esos efectos. 
 
BELLEZA ESCÉNICA Y ECOTURISMO 
 
Por “ecoturismo” entendemos servicios 
prestados a los visitantes de un lugar cuyo 
objetivo es apreciar la naturaleza. El ecotu-
rismo representa una estrategia de PSA, 
cuando se invierten, de forma sistemática, 
parte de los ingresos en la conservación de la 
belleza escénica.16  
 
En México, con grandes atractivos naturales, 
muchos de ellos en terrenos de propiedad 
social, el ecoturismo representa una oportu-
nidad económica interesante para muchas 
comunidades campesinas. De hecho, existen 
centenares de experiencias en ecoturismo 
ofertado por comunidades y organizaciones 
campesinas que cuentan, casi siempre, con el 
apoyo de organizaciones civiles profesiona-
les. Algunas experiencias se basan en atrac-
tivos protegidos por el gobierno (como la 
 
16 La inversión en conservación es la excepción en el 
ecoturismo mexicano. Tershy et al. estudiaron 29 com-
pañías de ecoturismo trabajando en las islas de Baja 
California y encontraron que no generan beneficios 
directos a la conservación de las islas. Sin embargo, 
sondeos con agentes de turismo muestran una 
disposición favorable a un impuesto – de 3% proba-
blemente – para conservación. También hay estudios 
que muestran que las cuotas de entrada a las áreas 
protegidas están muy por debajo de lo que los visitan-
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población de tortugas del mar, en Mazunte) 
o intentan aprovechar su cercanía a sitios 
arqueológicos o áreas naturales protegidas.17  
 
La Reserva Especial de la Biosfera Mariposa 
Monarca (REBMM), establecida en 1986, y 
visitada por unos 125,000 turistas al año, es 
una experiencia muy conocida. Reciente-
mente, al ajustarse las fronteras de la 
REBMM, se negoció la revocatoria de los 
permisos de explotación del bosque de cam-
pesinos de varias comunidades,18 a cambio 
de un pago al campesino US$16 por metro 
cúbico que se deja de cortar.19
 
Existen también experiencias de ecoturismo 
y protección de biodiversidad basadas en el 
establecimiento de áreas naturales protegi-
das privadas utilizando como instrumento la 
“servidumbre ecológica”, una servidumbre 
voluntaria reconocida legalmente que per-
mite garantizar lo que desee el titular de di-
cha servidumbre. Ejemplos de esta utiliza-
ción son los siguientes: 
 
• Ejido Alfredo Bonfíl, Bahía de la Paz en 
Baja California Sur: Este ejido recibió en 
ampliación ejidal la mitad del territorio 
de la Isla Espíritu Santo. Por tratarse de 
un área protegida no era posible un 
aprovechamiento agrícola de estas tie-
rras, lo que generó una discusión entre 
                                                        
17 Por ejemplo, campesinos cercanos al Parque Yax-
chilán-Bonampak, en Chiapas, están interesados en 
un esquema de protección de la naturaleza con finan-
ciamiento de las entradas cobradas, aunque no se sa-
be si será posible negociar tal modificación en el em-
pleo de ingresos federales. 
18 Más de 20 comunidades campesinas indígenas tie-
nen sus terrenos ancestrales dentro o alrededor de la 
reserva. 
19 Los pagos, proveniente de un fideicomiso con apor-
tes de organizaciones conservacionistas, están com-
prometidos durante los siete años todavía vigentes de 
sus permisos. 
los que querían vender los terrenos – es 
posible cuando se tiene consenso ejidal – 
y los que querían mantener la propie-
dad. El acuerdo final fue mantener la 
propiedad bajo un acuerdo de servi-
dumbre que resultó en la designación de 
una Reserva registrada en SEMARNAP, 
y creando un fideicomiso donde figuran 
dos organizaciones civiles (el Centro 
Mexicano de Derecho Ambiental, A.C. e 
Isla, A.C.), que apoyan a la comunidad 
en el aprovechamiento de la isla para fi-
nes turísticos, y que incluyen fondos pa-
ra la conservación de la isla. 
• El “Carricito del Huichol” o “Kaka Ma-
yewe” es una reserva privada de 10,000 
hectáreas en la zona de los indígenas 
Huicholes de la Sierra Madre Occidental 
en los estados de Jalisco y Nayarit, lega-
lizada con el instrumento de la servi-
dumbre. Contiene bosque viejo de pino 
y encino, con un registro de 168 especies 
de pájaros, incluidas 16 endémicas a 
México y 30 en peligro de extinción. La 
reserva surgió de negociaciones entre 
dos organizaciones civiles, PRONA-
TURA (instancia nacional) y Bosque 
Antiguo, A.C. (instancia local) y la 
Unión de Comunidades Indígenas 
Huicholes de Jalisco (UCIHJ). 
• En Huatusco, Veracruz, un propietario 
de bosque nebuloso, hizo un contrato de 
30 años que aparta tres-cuartas-partes de 
su terreno, sin la posibilidad de modifi-
cación del uso del suelo. PRONATURA 
y la Universidad de Veracruz se com-
prometen con actividades de conserva-
ción y monitoreo del contrato.  
• Un ejido en el Estado de México, en un 
área suburbana – y por lo tanto con te-
rrenos altamente cotizados – estableció 
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una servidumbre para tener certeza jurí-
dica en lo ejidal y para protegerse del 
riesgo de invasiones por la especulación, 
con el compromiso por parte de 
PRONATURA de explotar las capacida-
des recreativas de la propiedad comu-
nal. 
Otras experiencias importantes del ecotu-
rismo, discutidas como más adelante son las 
de la Selva del Marinero (Ejido de López 
Mateos, Veracruz) y las experiencias de Ma-
zunte y Ventanilla. 
 
DESEMPEÑO HÍDRICO  
 
Aparentemente la demanda potencial por el 
servicio ambiental de desempeño hídrico es 
enorme, porque el comportamiento de las 
cuencas tiene un efecto determinante sobre 
la disponibilidad de agua, la vida útil de 
obras de infraestructura y en la mitigación 
de los riesgos de desastres por inundaciones 
y avalanchas. En base a ese reconocimiento, 
productores forestales, sobre todo en Chi-
huahua y Durango han demandado por va-
rias décadas una retribución por parte de los 
usuarios del agua como reconocimiento de 
su contribución a la producción agrícola de 
las tierras de Sinaloa y la Laguna. 
 
La Ley de Aguas Nacionales de 1992 intro-
dujo los “consejos de cuenca” integrados por 
representantes de los usuarios del agua. La 
experiencia piloto en la cuenca del Lerma-
Chapala (que incluye el Distrito Federal) 
conformó en 1995 un grupo de trabajo de 
conservación de suelo y agua, que propuso 
la creación de un fideicomiso para canalizar 
recursos financieros para conservar la cuen-
ca, alimentado principalmente por los dere-
chos de agua, lo que conformó el primer 
planteamiento de cargar a los usuarios los 
costos del mantenimiento del servicio de 
cuenca. Ese proyecto – abandonado poste-
riormente por el gobierno federal – fue re-
tomado por el Gobierno del Distrito Federal 
al establecer un Fondo de Conservación de 
Agua y Tierra (FOCAT) que incluye un pro-
grama de pagos de incentivos a la buena re-
forestación, mediante el cual se paga a las 
comunidades un peso por planta viable eva-
luada después de una temporada de secas.  
 
Existen condiciones legales que permiten el 
pago por el servicio hídrico, pero política-
mente resulta difícil introducir dicho pago. 
La Ley Nacional de Agua establece que los 
municipios pueden cobrar el servicio de 
agua, pero respetando la Ley de Pagos y De-
rechos, que establece las tarifas por zonas.  
 
Los usuarios tampoco parecen muy dispues-
tos, pues están acostumbrados a recibir el 
agua con un fuerte subsidio, como lo evi-
denció un sondeo de 320 usuarios potencia-
les del distrito de riego de Cuxtepequez de 
su disponibilidad para pagar el servicio am-
biental de la Reserva de la Biosfera “El 
Triunfo” (Chiapas).20 La Comisión Federal 
de Electricidad tampoco parece muy dis-
puesta. De hecho, las discusiones de la 
SEMARNAP con la Comisión Federal de 
Electricidad que se dieron antes del 2001 pa-
ra proponer un convenio de pago por el sur-
timiento del agua en el sistema hidroeléctri-
co no prosperaron. 
 
                                                        
20 Dicho sondeo encontró poca disposición a pesar de 
reconocer la importancia de la reserva. Los usuarios 
abogaban más bien por un subsidio para los campesi-
nos con terrenos arbolados adjuntos a la Reserva em-
pleando el modelo del Procampo-Ecológico que ofrece 
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El Fondo BioClimático se estableció en enero 
de 1997, como fideicomiso para administrar 
el financiamiento de Scolel Té, un proyecto 
piloto de captura de carbono en Chiapas, 
que surgió como iniciativa entre la organiza-
ción campesina PAJAL y el Colegio de la 
Frontera Sur (ECOSUR) basado en San Cris-
tóbal de las Casas. Posteriormente, el Fondo 
Climático fue creado y expandió sus opera-
ciones para atender otras organizaciones.  
 
Previamente, ECOSUR desarrolló un estudio 
de factibilidad para determinar el potencial 
y viabilidad de la forestería y agroforestería 
para capturar carbono. Dicho estudio fue 
apoyado por la Universidad de Edimburgo 
y contó con financiamiento del Instituto Na-
cional de Ecología. El estudio fue dirigido a 
campesinos afiliados a la organización social 
“Unión de Crédito Pajal Ya kac’tic” (PAJAL) 
con influencia en varias regiones indígenas y 
mestizas del estado de Chiapas.  
 
En 1995, el estudio concluyó que los siste-
mas de captura de carbono eran “técnica, 
económica y socialmente viables”. Sugería 
una estructura integral de captura que in-
corporase todos los sistemas (incluyendo los 
huertos familiares) para reducir costos de 
implementación. Concluía también que me-
jorar los bosques semi-naturales ofrecía ma-
yores beneficios económicos que nuevas 
plantaciones, porque los costos iniciales eran 
relativamente bajos, no se sustituían activi-
dades agrícolas, y porque se incrementaba a 
corto plazo el valor de los bienes ecológicos, 
al proteger la biodiversidad, los suelos y los 
mantos freáticos.” (Montoya et al., 1995). 
 
Con esas orientaciones se formuló el proyec-
to “Scolel Té” (“árboles creciendo” en el 
idioma tzeltal) y se promovió entre comuni-
dades asociadas a PAJAL, identificándose 
como beneficios la obtención de un pago di-
recto por la captura de carbono (CC); la re-
ducción de la erosión de suelos y la amplia-
ción de la oferta de leña; y la venta de made-
ra después del primer ciclo de 20 años.  
 
El proyecto Scolel-Té evolucionó rápidamen-
te. En 1995, la agencia de cooperación britá-
nica, ODA, financió el desarrollo de normas 
de planificación, administración y monitoreo 
de programas forestales de captura de car-
bono. En 1996, la Federación Internacional 
de Automovilismo (FIA) acordó apoyar Sco-
lel Té como proyecto piloto de captura de 
carbono que compensaría las emisiones de 
CO2 generadas por las carreras de autos de 
Fórmula Uno. En 1997, la FIA compró las 
primeras 5,500 toneladas de carbono – su es-
timación de emisión global anual – a un pre-
cio de US$12 por tonelada.21 Ese mismo año, 
                                                        
21 Dicho monto resultó del estudio de factibilidad y 
considera costos de establecimiento, mantenimiento 
de la plantación y costos de oportunidad del área com-
prometida en la venta del servicio ambiental. Miguel 
Castillo, investigador de ECOSUR, calificó de “super-
subvalorado” el precio de US$12/ton anual, en compa-
ración del costo de oportunidad. También observó que 
el mercado está mal-formado, cuando el precio del 
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el proyecto se registró ante el Instituto Na-
cional de Ecología y la Iniciativa de Imple-
mentación Conjunta de los Estados Unidos 
(USIJI) y se estableció el Fondo BioClimático 
y el despacho profesional AMBIO, S.C. de 
R.L. con el equipo técnico que operaba bajo 
PAJAL, y que posteriormente se independi-
zó de esa organización.22  
 
Las funciones de las distintas instancias in-
termediarias quedaron como sigue: 
 
FONDO BIOCLIMATICO: Enlace entre pro-
ductor y consumidor del carbono capturado. 
Sus funciones principales son: a) Analizar y 
registrar la capacidad de captura de carbono 
por parte de campesinos; b) Recibir y admi-
nistrar los fondos provenientes de las ventas 
de carbono; c) Ofrecer una certificación del 
servicio; y d) asegurar el cumplimiento de 
los contratos de compra-venta. 
 
AMBIO: opera el Fondo en Chiapas bajo 
contrato con el Fondo BioClimático. Cuenta 
con tres técnicos agroforestales en San Cris-
tóbal de las Casas, Chiapas, que desarrollan 
el trabajo de campo con los productores. Lle-
va un banco de datos sobre la capacidad de 
captura y la cantidad de carbono capturado, 
así como de los pagos realizados. Capacita a 
técnicos y promueve el ordenamiento 
territorial y la planeación agroforestal.  
 
ECOSUR: ofrece servicios técnicos y científi-
cos y da seguimiento-monitoreo al proyecto. 
Investigadores y colaboradores de ECOSUR 
                                                                                
carbono capturado a través de mantener/renovar el 
bosque equivale al de la aforestación. 
22 Cabe notar el papel de liderazgo y representación 
del proyecto que jugó el británico Richard Tipper, quien 
inicialmente estuvo asociado a ECOSUR y posterior-
mente a las distintas instancias de intermediación que 
fueron creadas por el proyecto. 
participan, de forma independiente, en 
AMBIO. 
 
ORGANIZACIONES SOCIALES: Son las 
organizaciones de productores y proporcio-
nan técnicos para el proyecto y un capital 
social enorme. Además de participar en la 
conducción, proporcionan legitimidad y 
mediación socio-política a nivel comunitario 
y regional. Entre ellas se incluyen, además 
de PAJAL, la Unión Regional de Ejidatarios 
Agropecuarios, Forestales y de Agroindus-
tria de los pueblos Zoque y Tzotzil del esta-
do de Chiapas (UREAFA) y, en menor gra-
do, el Consejo para el Desarrollo Sustentable 
de la Selva (CODESSMAC) y la Coordinado-
ra Estatal de productores de Café de Oaxaca 
(CEPCO). 
 
Recuperando el elemento especial de carbo-
no capturado por campesinos, nos referimos al 
producto como “CC-plus”, para reflejar la 
posibilidad de vender dicho carbono en un 
mercado de nicho, con las características del 
comercio justo.  
 
Como se mencionó en 1997, la FIA compró 
las primeras 5,500 toneladas de carbono a un 
precio de US$12 por tonelada. Los campesi-
nos reciben 10 dólares, y se pagan 2 dólares 
a AMBIO por asistencia técnica. Cada pro-
ductor siembra solamente una hectárea de 
árboles y el resto (4 ó 5 ha en promedio) se 
destina a actividades agropecuarias. Se 
siembran 800 árboles en promedio por hec-
tárea y se considera que cada hectárea cap-
tura entre 40 y 100 toneladas de carbono.  
 
El productor participante, recibe tres pagos 
por el carbono fijado, a lo largo de 10 años 
de la siguiente manera: Primer pago: del año 
I al III (60% del total); Segundo pago: en el 
año V (20%); Tercer pago: en el año X (20%). 
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productores y cada pago se realiza después 
de comprobar que se han cumplido con los 
requisitos de evaluación y con los compro-
misos adquiridos en un principio a través de 
un plan de desarrollo sustentable, el “Plan 
Vivo”. Esta es una herramienta de planea-
ción de agro-ecosistemas elaborada por el 
mismo productor con la ayuda de técnicos, 
que además de orientar al productor, permi-
te monitorear el carbono capturado bajo la 
estrategia elegida por el productor.  
 
Como se muestra en el Cuadro 2, para 1999, 
participaban unos 300 productores. Poste-
riormente, el número subió al incorporarse 
las otras organizaciones sociales arriba men-
cionadas. Aunque el Fondo está limitado en 
su capacidad de ofrecer la compra de más 
carbono, hay organizaciones que han ingre-
sado al Fideicomiso en plan de “stand-by” y 
forman parte de un Fondo de Reserva. Estas 
organizaciones realizan activi-
dades forestales o agroforestales 
por las cuales es posible hacer 
ventas de carbono. El Fondo 
acredita estos proto-créditos pa-
ra considerarlos en el momento 
en que se presente la oportuni-
dad de venta.  
 
Los grupos de trabajo en captura 
de carbono que ha venido cons-
truyendo el Fondo, en alianza es-
tratégica con Pajal,23 han mos-
trado una capacidad excepcional 
para gestionar recursos y man-
tener su cohesión.24 Se atribuye 
esa capacidad a la concientiza-
ción y el compromiso generados 
a través del programa del Fondo; 
la legitimidad del líder indígena 
de la zona (José de León); y la 
expectativa de que la venta de la 
madera será un negocio impor-
tante después de 20 años.25 Por otra parte, 
esos grupos también tienden a experimentar 
contradicciones y conflictos con el resto de la 
Cuadro 2 
Fondo BioClimático: Avances hasta 1999 
Comunidades involucradas 16 
Zonas indígenas (Chiapas) Tzeltal, Tojolabal, 
Tzotzil y Chol 
Productores involucrados 300 
Hectáreas 300 




Especies Forestales Cedro, pino, ciprés, 
caoba. 
Arboles comprometidos en Planes Vivos  
140,000 
Arboles sembrados hasta 1999   84,954 
Captura de carbono comprometida 15,000 Toneladas 
Pagos de carbono comprometidos US$ 113,147 
Pagos realizados hasta 1999 US$ 84,906 
                                                        
23 Pajal mismo, sufrió escisiones internas y en el 2000 
trabajaba más bien con facciones comunitarias. Los 
grupos relacionados con el Fondo representan, en pro-
medio, el 35% de la población de las comunidades 
donde están funcionando. Entre los Tzeltales – que 
cuentan con un líder fuerte en el proyecto – se selec-
cionan los individuos más entusiastas y hay mayor co-
hesión que en la zona tojolabal, donde no se cuenta 
con un líder similar. 
24 Los grupos relacionados con el Fondo han logrado 
negociar apoyos del Consejo Estatal del Café 
(COESCAFE) para viveros del café, con la Secretaría 
de Agricultura para remuneración del trabajo de refo-
restación (con el Programa de Empleo Temporal, 
PET), etc.  
25 Según Don Fernando López, un lider en la zona To-
jolabal, la motivación por entrar en el proyecto es fi-
nanciera. Aunque los pagos por la venta de carbono 
son apenas suficientes para mantener el interés de los 
participantes, esperan hacer un buen negocio con la 
venta de la madera una vez madura.  
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comunidad donde operan.26 Además, los 
grupos más consolidados tienden a ser aque-
llos con menores posibilidades de vender su 
mano de obra. 
 
Vale la pena señalar que la captura de car-
bono apoya estrategias existentes. En ese 
sentido, los sistemas forestles/agroforestales 
elegidos no se establecen únicamente con fi-
nalidades de servicios ambientales, sino que 
se retoman algunos de los agrosistemas ya 
establecidos en las unidades familiares, y 
únicamente se les aplica un manejo adecua-
do para la venta de carbono. 27 La captura de 
carbono impulsa de esa manera la transición 
de sistemas de manejo tradicional a sistemas 
de manejo sustentable de los recursos natu-
rales. Se pretende que los campesinos parti-
cipantes en el proyecto se conviertan en 
vendedores de madera con sello verde, des-
pués del primer ciclo de crecimiento 
(aproximadamente 20 años).  
 
Los ingresos derivados de la CC se conciben 
como un colchón que permita una seguridad 
económica mínima durante este período de 
transición. Dichos ingresos, aunque no re-
                                                        
26 Por ejemplo, en la comunidad Ejido Jusnaha, de la 
zona tojolabal, el grupo relacionado al Fondo estable-
ció un vivero pero el resto de la comunidad lo reclamó 
para uso colectivo. El Comisariado Ejidal – que no per-
tenecía al grupo – decía que los miembros del grupo 
ya no respetaban “la autoridad” porque negocian sus 
propios proyectos. Posteriormente, el ejido consiguió 
un recurso para reforestación y no se incluyeron a 
miembros del grupo como beneficiarios. Finalmente, el 
proyecto de reforestación se vino abajo y se compró 
un microbús con el dinero. 
27 Los principales sistemas adoptados son: Café mejo-
rado con la incorporación de árboles con fines varios 
(sombra, madera, cerco vivo, etc.); Acahual mejorado 
con el establecimiento de especies maderables; 
Taungya, sistema que permite la siembra conjunta de 
árboles maderables con granos básicos. Bajo estos 
criterios, las especies con mayor demanda son el pino, 
ciprés, roble, casuarina en la zona templada y el cedro, 
caoba, primavera, guanacastle, en la zona tropical. 
presentan un fuerte incentivo para la parti-
cipación, si permiten fortalecer la economía 
campesina y sostener las actividades de 
mantenimiento de los árboles sembrados. De 
hecho, se estima que aproximadamente el 
75% de los pagos se han utilizado para el 
consumo inmediato (víveres, medicina, ro-
pa, etc.), en tanto que un 25% se ha dedicado 
a renglones productivos (fertilizantes, 
herramientas, etc.). El Fondo privilegia las 
inversiones productivas, individuales o co-
lectivas, pero reconoce que esas inversiones 
requieren de acompañamiento técnico y lle-
van un riesgo de fracaso. 
 
Con respecto al impacto del proyecto en la 
población femenina, se aprecia que el trabajo 
de los viveros incluye a mujeres y niños. Al 
reclamársele al Fondo que diera mayor aten-
ción a las mujeres, el proyecto comenzó a 
trabajar con ellas en la producción de horta-
lizas y frutales. Sin embargo, en 1999 se dejó 
de promover los trabajos independientes de 
las mujeres, porque el Fondo consideró que 
no había suficientes recursos y que no era 
viable ampliar el ámbito de los servicios téc-
nicos más allá de lo forestal. 
 
La captura de carbono también apoya otras 
estrategias productivas. Las organizaciones 
cafetaleras interesadas en convertir su pro-
ducción en orgánica se interesan en el pro-
yecto porque la certificación de café orgáni-
co, exige actividades a favor del medio am-
biente. Las organizaciones forestales – sobre 
todo las que se encuentran en la zona de la 
Selva Lacandona o de otras áreas protegidas 
– ven una ventaja en incorporarse al pro-
grama para mejorar su imagen, frente al 
riesgo de estar acusados de ser “destructores 
de la selva” en los periódicos o en sus es-
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La metodología del Fondo da lugar a la par-
ticipación comunitaria.28 No obstante, los 
problemas sociales fueron identificados des-
de el principio como los retos más serios, 
por lo que se prefirió trabajar en parcelas 
cuyos dueños son miembros de una organi-
zación social. Y con el tiempo los problemas 
sociales han llegado a perfilarse todavía 
más.29  
 
UNIÓN DE COMUNIDADES ZAPOTECO-
CHINANTECAS (UZACHI) 
 
El proyecto de la Unión de comunidades 
Zapoteco-Chinantecas (UZACHI) de Oaxa-
ca, inició como un movimiento de recupera-
ción del control del aprovechamiento del 
bosque en sus territorios, luego evolucionó 
hacia un esquema de silvicultura comunita-
ria sostenible, y más recientemente, se ha in-
corporado la promoción de la oferta de ser-
vicios ambientales: mantenimiento de la di-
versidad biológica y captura de carbono, 
como subproductos de sus actividades prin-
cipales, la agropecuaria y la forestal made-
rable.  
 
UZACHI fue formada en 1989 por las co-
munidades zapotecas de La Trinidad, San-
tiago Xiacuí y Capulalpam de Méndez y la 
comunidad chinanteca de Santiago Comal-
tepec. Estas comunidades, durante 25 años 
                                                        
28 Esto está ampliamente descrito en un artículo, ex-
tracto del estudio de ECOSUR. (de Jong et al., 1995). 
29 En este sentido, es bienvenida la línea de investiga-
ción que busca desmitificar la noción de la comunidad 
campesina homogénea/colectivista y que se esfuerza 
por identificar las características importantes para que 
se vuelva agente efectivo del manejo sustentable de 
los recursos naturales (como su tamaño, composición, 
nivel de dependencia de los recursos, tipo de tecnolo-
gías utilizadas), y hasta apunta a la organización social 
como un actor potencialmente más adecuado que la 
comunidad como tal. (Agrawal y Gibson, 1999; Leach 
et al., 1999)  
(1957-1981) vieron afectadas las áreas bosco-
sas que representan más del 80% del total de 
su territorio, por las prácticas no sustenta-
bles de explotación forestal que aplicó la 
empresa Tuxtepec bajo la concesión de 25 
años que le había otorgado el gobierno. En 
1981, cuando la empresa intentó renovar la 
concesión por otros 25 años, las comunida-
des arriba mencionadas, junto con más de 30 
comunidades de las Sierras Norte y Sur del 
Estado, se propusieron terminar con el ré-
gimen de concesión forestal y recuperar el 
control del aprovechamiento del bosque.  
 
En la búsqueda de apoyo profesional, con-
tactaron a un grupo de universitarios que 
asumieron la capacitación formal de un 
equipo técnico que sustentara ante el go-
bierno su sistema comunal de administra-
ción forestal. De este grupo surgió Estudios 
Rurales y Asesoría Campesina (ERA), orga-
nización civil que desde entonces ha canali-
zado las iniciativas de desarrollo en algunas 
comunidades del centro y sureste de México, 
todas ellas importantes por las áreas bosco-
sas que manejan. 
 
Después de que un juez ordenó la suspen-
sión de las concesiones forestales en Oaxaca, 
el movimiento amplio de comunidades se 
dispersó, pero las cuatro comunidades que 
conformaron UZACHI, con el apoyo de 
ERA, iniciaron el diseño de los programas 
de manejo forestal sostenible en cada comu-
nidad.  
 
ERA, con el apoyo financiero de las Funda-
ciones Ford y Rockefeller, facilitó un proceso 
de Planeación Comunitaria de Manejo del 
Territorio (PCMT) en cada comunidad. Los 
planes comunitarios desarrollaban criterios 
para la producción de leña, conservación 
ecológica, producción sostenida de madera, 
generación de ingresos, desarrollo tecnológi-
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co, captación de agua, recreación y fomento 
forestal, todos bajo el propósito de hacer del 
bosque una fuente permanente de bienestar 
para las comunidades. Dichos planes luego 
se integraron en el Plan de Ordenamiento 
Territorial y una vez delimitadas las zonas 
forestales permanentes, se realizaron un 
conjunto de evaluaciones técnicas y se for-
muló el Plan de Manejo Forestal.  
Cuadro 3 
UZACHI: Uso del Suelo 
 Ha 
Areas de Producción 12,984 
Uso Doméstico 5,475 
Silvicultura Intensiva 1,881 
Silvicultura Baja Intensidad 2,352 
Sistemas Agroforestales 2,955 
Regeneración natural 255 
Areas Semilleros 66 
Areas de Protección 12,983 
Reservas Forestales 8,448 
Refugio para la Vida Silvestre 2,970 
Protección a cuencas 1,331 
Recreación 234 
Zona Urbana 145 
TOTAL 26,110 
Fuente: Plan de Uso del Suelo UZACHI, 1994 
 
La metodología participativa adoptada, in-
cluyó el reconocimiento de los intereses de 
los diferentes grupos que integran la comu-
nidad (incluyendo los minoritarios y los ex-
ternos a la comunidad) y ofreció una orien-
tación clara hacia el ordenamiento del terri-
torio con criterios sociales y ecológicos y con 
ayuda de sistemas de información geográfi-
ca. 
 
Actualmente UZACHI maneja 26,112 hectá-
reas, donde se desarrollan actividades de 
silvicultura comercial y agro-silvicultura y 
en casi la mitad de su territorio se aplican 
sistemas de protección a la diversidad bioló-
gica y a la conservación del suelo y agua 
(Ver Cuadro 3).  
 
La principal actividad silvícola de la 
UZACHI se concentra en sus bosques mix-
tos de pino. En los bosques mesófilos y de 
altura se buscan esquemas de uso sostenible 
de la diversidad biológica, y en cuanto a la 
selva húmeda perennifolia y la selva seca 
caducifolia se reconoce un potencial a desa-
rrollar en el futuro. 
 
El aspecto forestal maderable es la principal 
actividad económica. De una población total 
que supera los 5,300 habitantes dentro de la 
Unión, 424 personas tienen un empleo direc-
to en la operación forestal que factura 
anualmente cerca de 9.6 millones de pesos. 
La segunda actividad productiva es la agri-
cultura, principalmente trigo y maíz. Aun-
que dicha actividad genera pocos ingresos 
por los bajos precios de los granos, brinda 
seguridad y autonomía alimentaria a las 
comunidades.30  
 
Además de la producción de madera (gene-
radora de dinero) y la producción agrícola 
(generadora de auto-abasto), UZACHI con-
sidera dos aspectos vinculados a la genera-
ción de servicios ambientales - la prospec-
ción de recursos biológicos y la captura de 
carbono - que actualmente se encauzan co-
                                                        
30 Además, las variedades locales, producidas con las 
técnicas tradicionales, son consideradas mucho mejo-
res que el maíz distribuido comercialmente. Esto se re-
fleja en una diferencia de hasta 50% en los precios lo-
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mo alternativa financiera para sustentar el 
proceso de ordenamiento territorial.  
 
La prospección de recursos biológicos se ha 
concentrado en identificar el potencial de los 
hongos, orquídeas y otras plantas ornamen-
tales sobre la base de formación de personal 
y el establecimiento de instalaciones de la 
Unión para realizar la prospección. La cap-
tura de carbono busca estabilizar la frontera 
agrícola y aumentar la masa forestal, me-
diante el fortalecimiento de la regulación 





ERA y UZACHI han establecido convenios y 
buscado apoyos financieros para emprender 
proyectos dirigidos hacia el uso sostenido de 
la biodiversidad. Esto responde a una estra-
tegia de valoración de los recursos. La pros-
pección de nuevos usos a recursos ya exis-
tentes, permite agregarles valor, con lo que 
las comunidades pueden enfrentar mejor sus 
necesidades sin sobre-explotar los recursos. 
 
PROSPECCIÓN PARA LA PRODUCCIÓN  
DE HONGOS Y ORQUÍDEAS 
 
ERA y la UZACHI, bajo el convenio “Recur-
so Micológico de Oaxaca” desarrollan un es-
fuerzo conjunto que busca: identificar y ca-
racterizar los hongos locales silvestres con 
potencial para usos medicinales, comestibles 
o industriales; la prospección de principios 
activos a partir de plantas y microorganis-
mos existentes en las áreas boscosas, de im-
portancia a nivel industrial; y el cultivo de 
orquídeas locales a través del conocimiento 
de sus relaciones simbióticas.  
 
En los laboratorios de la Unión se han es-
tandarizado las técnicas para la producción 
de los hongos comestibles saprofitos (Lenti-
nus edodes y Pleurotus ostreatus), el primero 
sobre troncos de encino y el segundo sobre 
rastrojo de maíz y bagazo de frijol. Los resul-
tados a la fecha, han permitido la integra-
ción de grupos de mujeres productoras. 
Además, se intenta estandarizar las técnicas 
de cultivo de especies locales con potencial 
comercial (Lentinus lepidius y Pleurocibella 
spp). Por otro lado, se avanzó en la caracteri-
zación genética y el estudio agroecológico de 
la trufa japonesa (Tricholoma matzutake), uno 
de los recursos no maderables más impor-
tantes de la región debido a los altos precios 
que alcanza en el mercado japonés. Este 
proyecto se realiza con la colaboración de la 
Universidad de California en Berkeley. 31
 
Para la producción de orquídeas con poten-
cial comercial el esquema es el siguiente: Las 
áreas silvestres son la fuente de "planta ma-
dre" de la cual se obtienen semillas o mate-
rial vegetativo para su cultivo en laboratorio 
y después se usan los bosques de produc-
ción maderable como "invernaderos natura-
les", para mantener estas plantas durante el 
tiempo necesario para alcanzar su talla co-
mercial (1 a 2 años). Para poner en marcha 
dicho esquema la Unión ha estado prepa-
rando a sus propios técnicos en cultivo de 
tejidos. 
  
El proyecto de cultivo de orquídeas inició en 
1998, con el apoyo del Fondo Mexicano para 
la Conservación de la Naturaleza, y a la fe-
                                                        
31 Además, la Unión tiene ya una colección herboriza-
da de hongos de 554 ejemplares, de los cuales 56 se 
hallan ya determinados en el herbario de la Facultad 
de Ciencias de la UNAM, y se ha confirmado que 26 
son comestibles. La Unión tiene también una base de 
datos sobre sus propiedades de uso, características 
morfológicas y condiciones ambientales. Actualmente, 
se editó un manual de los hongos de la sierra y sus 
usos, que busca sistematizar y dar a conocer los hon-
gos comestibles de la zona.  
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cha las comunidades de la UZACHI han lo-
grado concentrar 129 ejemplares provenien-
tes de sus áreas silvestres, de los cuales se 
tiene la determinación aproximada de 41 es-
pecies pertenecientes a 18 géneros. 
 
Los resultados de la investigación sobre or-
quídeas se han compartido con dos comuni-
dades de otra organización campesina: la 
Coordinadora Estatal de Productores de Ca-
fé de Oaxaca (CEPCO), interesada en con-
servar áreas silvestres y diversificar la pro-
ducción. Como resultado estas organizacio-
nes están penetrando rápidamente el merca-
do de plantas ornamentales bajo un sello 
(SAO) que informa al comprado la produc-
ción cumple con estándares de desempeño 
ecológico y social. 
 
El sello SAO corresponde a la asociación ci-
vil Servicios Ambientales de Oaxaca, que fue 
formada por tres organizaciones sociales 
(UZACHI, CEPCO, IXETO) y dos ONG 
(ERA y GAIA) a fin de desarrollar el merca-




En 1995, después de tres años de negocia-
ciones y la mediación de ERA, UZACHI es-
tableció un contrato por tres años con la em-
presa farmacéutica SANDOZ (hoy Novar-
tis). El contrato se adhiere a los principios de 
la Convención sobre Diversidad Biológica 
(CBD) que reconocen la necesidad de 
desarrollar el potencial productivo de las 
áreas protegidas, a condición que sea 
respetada la soberanía de las comunidades 
sobre sus recursos genéticos y de que la 
tecnología sea transferida a los sitios donde 
se ubica la biodiversidad.  
 
El proyecto incluye las siguientes activida-
des: a) La instalación de un Laboratorio de 
Microbiología en el área de muestreo; b) Dos 
cursos de capacitación, con duración de un 
mes cada uno, en las instalaciones de la em-
presa, enfocados a la colecta de muestras, 
captura de datos, aislamiento de hongos y 
actinomicetos, descripción de hábitats, ca-
racterización de muestras y análisis estadís-
tico; c) Visitas con los socios por parte del 
personal de la empresa para supervisar el 
trabajo; d) Colecta de organismos simples, 
principalmente a partir de hojarasca de dife-
rentes hábitat; e) Selección y envío de mues-
tras a la empresa; f) Cultivar y examinar las 
muestras en los laboratorios de la empresa; 
g) Análisis estadístico para identificar las co-
rrelaciones entre factores ecológicos y diver-
sidad química. 
 
UZACHI asumió el compromiso de desarro-
llar las actividades de campo y las primeras 
fases de laboratorio, en tanto SANDOZ se 
comprometió a financiar la infraestructura 
del Laboratorio UZACHI, capacitar al per-
sonal y pagar directamente a la Unión por el 
servicio prestado. Los recursos económicos 
retribuidos por SANDOZ se canalizaron a 
cubrir los costos de operación del laborato-
rio por un año para cumplir objetivos de 
UZACHI, después de terminado el contrato; 
además se formaron fondos comunitarios 
revolventes para financiar pequeños proyec-
tos en cada comunidad miembro de UZA-
CHI. 
 
El Laboratorio de microbiología de la 
UZACHI se encuentra en la comunidad de 
La Trinidad y cuenta con el equipo necesario 
para el cultivo de microorganismos y las 
pruebas biotecnológicas básicas. Cuenta con 
tres técnicos laboratoristas y una ingeniera 
agrícola responsable del Laboratorio, todas 
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En caso de encontrarse un nuevo producto 
de aplicación terapéutica, el contrato le ga-
rantiza a UZACHI una cuota fija por su par-
ticipación. Esta cuota permitiría formar un 
fondo patrimonial que cubra los costos de 
operación de los servicios técnicos y de ca-
pacitación de la Unión para el manejo de los 
recursos biológicos. UZACHI decidió no en-
trar en el esquema de regalías, porque ello 
los relegaba al papel de actores pasivos. La 
patente no aplica en este caso porque se trata 
de investigación básica para conocer la rela-
ción de la química con la ecología.  
 
Esta experiencia ha significado un gran reto 
para UZACHI y los ha incorporado directa-
mente a la polémica internacional y nacional 
sobre el tema de la bioprospección. Sin em-
bargo, UZACHI ha demostrado, que es po-
sible establecer acuerdos que beneficien tan-
to a las comunidades como a los industriales 
y más aún, que incentiven el mantenimiento 
de áreas silvestres y generen avances cientí-
ficos.  
 
En efecto, UZACHI aporta elementos que 
pueden clarificar el debate internacional y 
nacional sobre los temas de bioprospección 
y de acceso a los recursos genéticos. En 
México, dicho debate ha generado conflictos, 
incluso entre diversas organizaciones cam-
pesinas y civiles. En parte, el conflicto se 
alimenta de la falta de información y la poca 
claridad en el marco jurídico vigente. Algu-
nos plantean argumentos éticos en contra de 
la “apropiación y valoración económica de 
la vida” y otros alegan la imposibilidad de 
que pueda haber equidad en las relaciones 
comerciales entre comunidades y empresas 
transnacionales, por lo que exigen una mora-
toria al establecimiento de contratos entre 
dichos actores.  
 
Por otro lado, grupos de las comunidades 
académicas y científicas y varias organiza-
ciones sociales y civiles plantean que la ma-
nera mas eficaz de conservar los recursos 
genéticos y garantizar los derechos de las 
poblaciones campesinas e indígenas involu-
cradas es justamente a través de la firma de 
contratos. Llama la atención, en ese sentido, 
que bajo el contrato de UZACHI con 
NOVARTIS, la compañía no hace directa-
mente la bioprospección y que al terminar el 
contrato, queda la infraestructura y la gente 
capacitada para seguir trabajando en fun-
ción de los objetivos de la UZACHI. Llama 
también la atención el compromiso de capa-
citar y transferir la tecnología a las comuni-
dades para realizar este tipo de servicio. 
 
CAPTURA DE CARBONO 
 
UZACHI, ERA, el CCMSS (Consejo Civil 
Mexicano para la Silvicultura Sostenible) y 
la IXETO (Unión de Comunidades Ixtlán-
Etla, Oaxaca) han formulado una propuesta 
que ofrece la captura de 836,000 toneladas 
de carbono a lo largo de 30 años a partir de 
la aplicación de sistemas de silvicultura y 
agro-silvicultura.32 El proyecto busca estabi-
lizar la frontera agrícola, incrementar la ma-
sa forestal en las 49,027 ha que ocupan sus 
territorios, y hacer un uso más eficiente de la 
leña.  
 
El costo de inversión por tonelada se estima 
en US$6 dólares, lo cual dejaría una ganan-
cia neta a la comunidad de 40% en base a un 
precio de venta de US $10 por tonelada. To-
davía no hay venta de carbono capturado 
                                                        
32 La estimación del carbono capturado fue realizada 
según el modelo LUCS (Land Use and Carbon Se-
questration) de WRI (World Resources Institute) consi-
derando la tendencia actual de uso del suelo a 30 años 
y la tendencia alternativa de uso del suelo con el pro-
yecto.  
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pero se están explorando los mercados de 
las principales ciudades del país, en particu-
lar el de la Ciudad de México.  
Cuadro 4 






Captura de carbono $250,000 
Mantenimiento de diversidad biológica: $237,000 
Propagación de semilla de hongos comestibles $15,000 
Producción de hongos silvestres $60,000 
Propagación de Orquídeas y plantas ornamentales $62,000 
Educación e investigación biológica $80,000 
Total estimado $437,000 
 
La estrategia de captura de carbono diferen-
cia los roles de la organización productora 
(UZACHI), la organización asesora (ERA), la 
organización certificadora (Consejo Civil 
Mexicano para la Silvicultura Sustentable) y 
la organización comercializadora (Servicios 
Ambientales de Oaxaca). 
 
 En lo relativo a los ingresos esperados 
UZACHI estima que los ingresos anuales 
por captura de carbono podrían alcanzar un 
cuarto de millón de dólares, y que las activi-
dades vinculadas al mantenimiento de la di-
versidad biológica podrían generar un mon-
to similar (Ver Cuadro 4). En síntesis, 
UZACHI presenta un programa diversifica-
do de proyectos ecológicos productivos, 
donde estrategias de PSA como bioprospec-
ción y captura de carbono son todas innova-
ciones a experimentar, dentro de un marco 
de apropiación muy fuerte de parte de las 
comunidades. La asesoría estratégica de 
ERA ha sido clave en todo el proceso.  
 
COMPARANDO ESTRATEGIAS  
DE CAPTURA DE CARBONO:  
FONDO BIOCLIMÁTICO Y UZACHI 
 
Los proyectos de captura de carbono del 
Fondo BioClimático y UZACHI tienen en 
común ser esquemas de Captura de Carbono 
(CC) cuyos oferentes son campesinos indí-
genas, fundamentalmente cafetaleros y mil-
peros en el caso del Fondo BioClimático y 
básicamente forestales en el caso de 
UZACHI. Por lo tanto, utilizando el término 
acuñado por Vargas, Burstein y Jiménez, es-
tamos en un esquema “captura de carbono-
plus”.33  
 
La situación de propiedad difiere. En Chia-
pas las parcelas ejidales están bajo el control 
de familias campesinas y en Oaxaca se traba-
ja en terrenos de propiedad común contro-
lados por la comunidad. Sin embargo, en 
ambos casos los productores tienen una cul-
tura comunitaria fuerte, aunque la historia 
de lucha de UZACHI ha resultado en comu-
nidades que funcionan más en colectivo. 
 
Las estrategias son distintas. El Fondo Bio-
Climático promueve un cambio del uso de 
suelo. Los productores cafetaleros y milpe-
ros, siembran árboles en áreas desarboladas 
y en las orillas de sus milpas estableciendo 
una asociación agroforestal. A largo plazo, la 
apuesta del Fondo es que estos campesinos 
                                                        
33 La referencia aquí es a la estrategia de captura de 
carbono unida a la del mercado justo o solidario. La 
posibilidad de sumar en el mercado un pago por car-
bono capturado con un premio por la calidad campesi-
na de los oferentes, en un esquema similar al del co-
mercio justo, permitiría compensar los costos de tran-
sacción adicionales asociados a la organización de 
muchos oferentes de pequeños propietarios, en con-
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se incorporen en la producción maderera 
con un esquema de forestería sustentable 
como actividad económica complementaria 
a las actuales.  
 
En UZACHI, donde los oferentes ya son 
miembros de comunidades forestales, se 
busca reforzar el esquema existente de apro-
vechamiento forestal. La captura de carbono 
agrega valor a un plan previamente defini-
do. También es un esfuerzo para estabilizar 
la frontera agrícola-forestal.  
 
En cambio, el proyecto de CC del Fondo 
BioClimático, implica construir por primera 
vez un plan de manejo forestal y de recursos 
naturales, utilizándose el Plan Vivo como el 
marco para el CC. Naturalmente, al no parti-
cipar todos los miembros de un ejido, estos 
planes no tienen el mismo poder rector so-
bre las diversas actividades de las comuni-
dades. Por otra parte, el valor agregado es 
mayor porque involucra a los campesinos en 
una actividad nueva más rentable que la 
milpa o el café. 
 
Con respecto al nivel de realización, ya hubo 
compra-venta de CC-plus en el proyecto del 
Fondo BioClimático, mientras que UZACHI 
todavía está explorando posibles mercados. 
El Fondo BioClimático desde el inicio se 
preocupó desde el inicio por generar la de-
manda, porque de eso dependía en gran par-
te la viabilidad del proyecto, al punto que 
ello lo llevó hacia la especialización en cap-
tura de carbono. Es decir, se intenta cons-
truir un proyecto viable impulsado por la 
demanda reflejada en el ingreso por la venta 
de carbono. 
 
UZACHI, en cambio, opera a partir de un 
esquema empujado por la oferta. Su punto 
de partida un proyecto integral económica-
mente sustentable, donde la venta de captu-
ra de carbono representa un añadido más 
hacia la diversificación de su programa a 
largo plazo. La inversión es menor, ya que es 
relativamente menos costoso en dinero y 
tiempo introducir un proyecto de captura de 
carbono dentro de una cultura y práctica de 
las comunidades forestales.  
 
En contraste, el Fondo BioClimático se en-
frenta a un reto mayor de promover un pro-
ceso de concientización y apropiación (nece-
sario para realizar el cambio de uso de suelo 
y una modificación de oficio, de agricultor 
simple a agroforestero). Los costos eviden-
temente son mayores y la estrategia para lo-
grar la concientización/apropiación se basa, 
realistamente, en convencer de su viabilidad 
a través de una experiencia temprana de 
compra-venta. 34
 
La experiencia del Fondo BioClimático pue-
de ser útil para otras organizaciones campe-
sinas en especial las de vocación agropecua-
ria, que quieran incursionar en el mercado 
global de PSA a través de la producción y 
venta de CC. Por su parte, UZACHI se plan-
tea como un modelo para organizaciones 
que ya vienen trabajando de manera susten-
table los bosques, mostrando cómo es posi-
ble integrar toda una serie de servicios am-
bientales a partir de la experiencia acumula-
da. En todo caso, sólo es recomendable con-
siderar viable la estrategia de PSA como una 
complementaria a otras actividades econó-




                                                        
34 De hecho, pensando en diferenciación de productos, 
el costo del CC logrado por conversión de milpero a fo-
restero podría ser valorado a un costo mayor que el 
CC de un campesino-ya-forestero, si no fuera por 
nuestra desistencia a acuñar la “CC-plus-plus”. 
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ECOTURISMO: MAZUNTE Y VENTANILLA, 
(OAXACA); SELVA DEL MARINERO  
(VERACRUZ) 
 
Los casos de ecoturismo comparan expe-
riencias en dos regiones: Mazunte y Ventani-
lla en la costa de Oaxaca y Selva del Marine-
ro, ejido de López Mateos, en la Reserva de 




En Mazunte, después que la Secretaría de 
Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pes-
ca (SEMARNAP) decretó un decreto de veda 
para la tortuga, la comunidad que se quedó 
sin su principal fuente de ingresos inició un 
proceso para buscar alternativas con el apo-
yo de la organización ECOSOLAR, que 
había impulsado la veda. El “Programa de 
Desarrollo Sustentable de la Costa Oaxa-
queña” impulsado a partir de 1990 plantea-
ba recuperar y cuidar el medio ambiente, así 
como mejorar el nivel de vida de la pobla-
ción a partir de empresas rentables y de me-
joramiento ambiental.35  
 
Para evitar el despojo de las tierras comuna-
les en 1992 la comunidad decretó una “Re-
serva Ecológica Campesina” (14,000 ha) y 
asumió el compromiso de proteger los san-
tuarios de vida silvestre y las regiones de 
mayor importancia ecológica. Para adminis-
trar la reserva se formó la “Asociación Co-
muneros de la Reserva Ecológica Campesina 
de el Mazunte A.C.” en cuya asamblea cons-
titutiva participó más del 60% de la pobla-
                                                        
35 El Programa definía los siguientes ejes de trabajo: 
agroecología, salud, ecoturismo, ingeniería y sanea-
miento ambiental, además de diversos proyectos pro-
ductivos (chocolate orgánico, crema de cacahuate y de 
ajonjolí orgánicos). Con ayuda del Instituto Nacional 
indigenista (INI) se impartieron tres cursos a más de 
100 campesinos. 
ción. En ese mismo año, la Asociación solici-
tó y recibió de SEDESOL la concesión de zo-
na federal del frente de playa de la comuni-
dad de Mazunte.  
 
ECOSOLAR promovió un modelo alternati-
vo hotelero, bajo el concepto de “anfitriones-
huéspedes”. Se construyó un primer bunga-
low y resultó ser una empresa exitosa, por lo 
que los socios reinvirtieron en la construc-
ción de otros. Adicionalmente se generaron 
otros proyectos, como un taller de serigrafía 
y otro para el manejo de desechos como vi-
drio, latas y papel. Ambos proyectos logra-
ron funcionar exitosamente durante los pri-
meros años.  
 
Adicionalmente, en 1993 ECOSOLAR trajo a 
la dueña de The Body Shop y, con el apoyo 
de su fundación, se montó la fábrica de cos-
méticos naturales (CNM), empresa que per-
tenece a 15 personas – en su mayoría muje-
res. En 1996, dicha empresa comenzó a pro-
ducir aceites, champús, cremas, desodoran-
tes, etc. Actualmente la empresa tiene entra-
das de $200,000 pesos mensuales y reinvierte 
buena parte de las ganancias en proyectos 
ambientales comunitarios y productivos. Se 
creó el Museo de la Tortuga, que junto con la 
fábrica de cosméticos, constituyen en la ac-
tualidad lugares de visita muy atractivos pa-
ra los turistas.  
 
Al inicio, una organización social de primer 
nivel (una Sociedad de Solidaridad Social, o 
“Triple S”) se encargaba del mercadeo y de 
la organización de la prestación de servicios 
turísticos con criterios de calidad y equidad 
de género. El proyecto se consolidó a lo lar-
go de unos siete años y actualmente cuenta 
con 400 camas, unos 12 restaurantes, un pe-
queño hotel, unos 30 negocios sobre la playa 
y cuatro taxis. Se puede decir que la mayor 
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No obstante, diversos factores han incidido 
negativamente en el proyecto, como los con-
flictos derivados de proyectos promovidos 
por el gobierno como la construcción de una 
carretera y un proyecto de camaronicultu-
ra.36 Después, en 1997 al recuperar el PRI va-
rios municipios que estaban a cargo del 
PRD, retornó una lógica caciquil. Esos facto-
res generaron conflictos que debilitaron or-
ganizativamente el proyecto. El impacto ne-
gativo más importante, sin embargo, tiene 
que ver con el éxito mismo del proyecto tu-
rístico, pues la demanda creció al punto de 
darse un hacinamiento de turistas en tempo-
radas altas. Esto ha propiciado un mayor de-
sarrollo de la oferta turística, descuidándose 
el trabajo de conservación. Como resultado, 
la capacidad de carga está llegando a su lí-
mite en cuanto a la conservación de la belle-
za escénica y mantenimiento de la biodiver-
sidad. 
 
Además se ha dado un fuerte debilitamiento 
organizativo. ECOSOLAR se retiró ante los 
conflictos derivados de la construcción de la 
carretera y el proyecto de camaronicultura. 
La Triple S, coordinadora de servicios dejó 
de existir, por lo que los turistas llegan direc-
tamente o reservan con las distintas perso-
nas conocidas. Varias personas de fuera de 
la comunidad han comprado terrenos y edi-
ficado casas, e inclusive un hotel. El taller de 
serigrafía y el centro de acopio de desechos 
desaparecieron y se privilegió el trabajo en 
servicios netamente turísticos. Fácil sería 
culpar a los oferentes con una falta de apro-
piación del concepto ecologista, pero tam-
bién se podría concluir que las condiciones 
                                                        
36 La carretera propuesta entre Mazunte y Puerto An-
gel tenía un trazo que hubiera destruido zonas de bio-
diversidad, por lo que Ecosolar propuso modificar su 
trazo y que no fuera totalmente asfaltada para evitar la 
presión sobre los suelos. También se propuso un pro-
yecto de camaronicultura, que logró ser detenido. 
de una playa altamente atractiva para el tu-
rismo y organización débil, no presentan 
una oportunidad para el PSA. 
 
No obstante, la conservación del medio am-
biente sigue siendo factor de cohesión. Se 
formó una “Red de Cooperativas para el De-
sarrollo Sustentable de la Costa de Oaxaca” 
(Mazunte y Ventanilla) que une a 10 coope-
rativas con el fin de hacer un frente común 
en la conservación ambiental de la región, 
apoyarse solidariamente e impulsar sus pro-
yectos productivos sustentables de manera 
coordinada y complementaria.  
 
Actualmente operan tres empresas de ecotu-
rismo, una de cosméticos, dos de procesa-
miento (chocolate orgánico y crema de caca-
huate), una de construcciones de adobe, una 
asociación civil y tres organizaciones de 
productores. Esto ha generado una “masa 
crítica” relevante de nuevos colonos de que 
llegaron atraídos por la imagen del “Puerto 
Ecológico” y que luchan por mantener y fo-




El proyecto de ecoturismo de Ventanilla fue 
incipiente hasta el huracán Paulina en 1997. 
En ese momento, se limpió el estero y se es-
tableció un vivero de mangle para reforestar 
las áreas más dañadas. Los comuneros em-
pezaron sin apoyos externos - cada socio 
aportó una lancha y trabajo - con la excep-
ción de la asesoría de ECOSOLAR. Poste-
riormente solicitaron apoyos de 
SEMARNAP y también de la Universidad 
del Mar y otras instituciones académicas.  
 
Las actividades turísticas que se realizan en 
Ventanilla son la visita al estero en lanchas 
para observar cocodrilos y aves. La regene-
ración de especies como el cocodrilo – que 
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estaba en vías de la extinción - ha sido una 
actividad fundamental en Ventanilla. A la 
fecha los criaderos cuentan ya con más de 
400 cocodrilos. El cuidado y mantenimiento 
de esteros y manglares es una actividad que 
se muestra a los turistas como parte de los 
servicios ambientales que se generan. La 
asociación de comuneros de Ventanilla or-
ganiza las actividades tanto de manteni-
miento como de servicios turísticos y ha re-
cibido aportes de la fábrica de cosméticos 
para construir una caseta de información.  
 
La afluencia de turistas va creciendo dentro 
de los límites de capacidad de carga. La 
apropiación de la estrategia de cuidado del 
ambiente a partir de un proyecto ecoturístico 
parece ser mayor en Ventanilla que en Ma-
zunte. Adicionalmente, el proyecto está con-
cebido de manera integral con otros servi-
cios y proyectos productivos, que dan un 
sentido ecológico a la región (sin llegar a ser 
servicios ambientales) como la fábrica de 
cosméticos y la fábrica de adobe (para el pai-
saje arquitectónico). Estos proyectos también 
generan ingresos y algunos de ellos son ca-
nalizados a actividades de conservación de 
paisaje o regeneración de especies.  
 
SELVA DEL MARINERO 
 
El proyecto ecoturístico La Selva del Marine-
ro se originó en el ejido López Mateos, en el 
Estado de Veracruz. El ejido cuenta con 480 
hectáreas en terrenos mayormente de pen-
diente. Las principales fuentes de ingresos 
son el cultivo del maíz, del café, y la recolec-
ción de hojas de palma camedor.  
 
López Mateos fue formado a principios de 
los 70s cuando la colonización de las tierras 
selváticas de esta región, iniciada en 1950, se 
encontraba en su auge. En el caso de López 
Mateos donde los recursos estaban relativa-
mente mejor conservados que en otros luga-
res (en la mayor parte del ejido las pendien-
tes no permitían desarrollar actividades 
agropecuarias), la insuficiencia de tierras de 
labor y el inicio de cierta escasez en los pro-
ductos antes obtenidos de la selva (el mazate 
y el marín ya estaban desaparecidos de las 
cercanías y los lugares donde abundaba el 
chocho y el tepejilete cada vez más distan-
tes) fueron probablemente las motivaciones 
principales de los campesinos. Esta escasez 
llevó a la comunidad a desarrollar algunas 
acciones importantes, como una veda volun-
taria de la caza, y parcialmente de la tala. 
 
En 1993 la asociación civil “Proyecto Sierra 
Santa Marta” (PSSM) impartió un taller de 
planeación comunitaria de los recursos na-
turales, donde el ecoturismo surgió como un 
proyecto económico atractivo. Al mismo 
tiempo la comunidad decidió cuidar todo su 
territorio y evitar la entrada de cazadores 
furtivos. La conciencia del cuidado ambien-
tal se desarrolló en los campesinos del ejido 
y sus familias. 
 
En la Semana Santa de 1997 se organizó la 
primera excursión de turistas provenientes 
de la ciudad de México, quienes fueron 
atendidos por las familias del ejido con hos-
pedaje, alimentación y paseos. Después de 
esa experiencia se estableció la modalidad 
de hospedaje en tiendas de campaña y edifi-
cios públicos y alimentación en las casas de 
los campesinos. Se formaron diversas comi-
siones para hacer funcionar el proyecto y la 
junta de comisionados continua dirigiendo 
el proceso.  
 
Reciben 500 turistas anuales, principalmente 
desde la ciudad de México. La promoción es 
modesta y se hace a través de medios de 
comunicaciones locales y depende también 




P A G O  P O R  SE R V I C I O S  AM B I E N T A L E S  Y  C O M U N I D A D E S  R U R A L E S  E N  L A S  AM É R I C A S  
dentro de sus ámbitos académicos y de la 
sociedad civil.  
 
Los oferentes muestran un alto nivel de con-
ciencia y preocupación por el paisaje del eji-
do. Se separa la basura y se erradicó la cos-
tumbre de lavar directamente en arroyos. Se 
han incorporado año con año y de manera 
creciente hombres y mujeres a las activida-
des productivas (guías, servicios de hospe-
daje y alimentos): tres personas en 1997, 11 
en 1998 y 1999 y 22 personas para el 2000.  
 
Los ingresos promedio son de US$35 por 
persona (que representan 10 días de trabajo). 
Sin embargo, no se distribuyen equitativa-
mente. Mientras los guías ganan un jornal al 
día, las mujeres que preparan la comida ga-
nan según los clientes que atienden. Mien-
tras unas familias han tenido ingresos de 
US$50 otras han llegado a obtener US$500 
en un año. La desproporción es alta y esto 
crea cierto conflicto en el proyecto.  
 
Luisa Paré observa, al respecto: “Es previsi-
ble que la emergencia de una nueva activi-
dad productiva en el marco de una econo-
mía tradicional genere desigualdad. Los in-
dividuos tienen diferentes precondiciones, 
motivaciones, rapidez y energía para res-
ponder a nuevas opciones para generar in-
gresos; sería ingenuo esperar que cada per-
sona inmediatamente pueda tener ventajas 
iguales.”37 En efecto, en el caso de la Selva 
del Marinero, se decidió construir una orga-
nización distinta al ejido para funcionar co-
mo una empresa social. 
 
La comunidad hace esfuerzos para determi-
nar la reinversión requerida para generar 
                                                        
                                                       
37 Paré; “El Ecoturismo Comunitario y la Gestión Am-
biental: Una Experiencia en La Región de Los Tuxtlas, 
Veracruz”; en publicación. 
condiciones e infraestructura más adecuada, 
así como una mejor promoción de los servi-
cios. Un gran reto es el establecimiento de 
remuneraciones diferenciadas de acuerdo a 
los distintos niveles de capacitación y el re-
conocimiento de estas diferencias. Se sabe 
que es posible, ecológicamente, y necesario 
económicamente, incrementar la afluencia 
de turistas. La promoción es la clave y la ex-
periencia de intercambio entre Selva del Ma-
rinero y Mazunte que este proyecto permi-
tió, resultó fructífero para identificar nuevas 
estrategias de promoción. 
 
Como estrategia del desarrollo sustentable, 
Paré ha concluido: “Si bien lo ideal es mon-
tar el proyecto de ecoturismo sobre una es-
tructura de conservación preexistente, con 
objetivos que van más allá de la generación 
de ingresos económicos, no siempre existen 
estas condiciones. También se podría formu-
lar que, en la ausencia de estas condiciones, 
el ecoturismo puede conducir a la puesta en 
marcha de un marco normativo y consensos 
mínimos que garanticen su desarrollo y, por 
ende, la conservación y manejo sustentable 
de los recursos naturales.”38
 
REFLEXIÓN SOBRE LOS CASOS DE 
ECOTURISMO 
 
En los tres proyectos ecoturísticos (Selva del 
Marinero, Mazunte y Ventanilla), se llena la 
condición básica de dedicar ingresos al man-
tenimiento de los recursos biológicos.  
 
En Mazunte todo inició a raíz de la necesi-
dad de proteger a la tortuga a través de una 
veda. A 10 años de distancia es evidente que 
se ha logrado protegerla. Los criaderos, e in-
cubadoras producen las tortugas para con-
servarlas. Venden a los turistas el derecho a 
 
38 Ibid. 
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liberar tortugas bebés. El proyecto lleva un 
componente fuerte de concientización al pú-
blico, basada en la apropiación del valor eco-
lógico por parte de la organización popular.  
 
En Ventanilla los criaderos de cocodrilo es-
tán en exhibición; es un servicio recreativo y 
el dinero contribuye a la conservación del 
cocodrilo. Se inició el trabajo de restauración 
del estero después del desastre del Huracán 
Paulina y la continuidad en su manteni-
miento ha obedecido a una lógica de hacer 
atractiva el área para vender el servicio de 
recreación a los turistas. De hecho, una parte 
de los ingresos va a un fondo comunitario 
dedicado a conservar el manglar como eco-
sistemas y como áreas de recreación en las 
que se organizan paseos. En Selva del Mari-
nero los comuneros ganan dinero como guí-
as o vendiendo comida. Saben que si no la 
conservan pierden la posibilidad de recibir a 
los turistas y de sus ingresos.  
 
Se ha generado así una apropiación de lo 
ambiental, aunque la lógica del mercado tu-
rístico puede socavar dicha apropiación, 
cuando al crecer la demanda turística, se 
descuida el mantenimiento del paisaje. Por 
ejemplo, en Mazunte ya no se separa la ba-
sura y sólo se trabaja en la regeneración de 
tortuga. En cambio, en Ventanilla y Selva del 
Marinero con menor afluencia de turistas, se 
conserva mejor el paisaje.  
 
La distribución no-equitativa de ingresos es 
un tema no-resuelto en los casos. Por otra 
parte, factores externos como decisiones gu-
bernamentales (a nivel local, estatal o fede-
ral), pueden generar conflictos y alterar el 
ritmo de crecimiento del centro ecoturístico 
más allá de su capacidad de carga, (como en 
los proyectos de carretera y camaronicultura 
en Mazunte).  
 
Las organizaciones asesoras técnicas han si-
do claves en conceptualizar los proyectos 
ecoturísticos, en su promoción (que incluye 
un aspecto de certificación informal) y en el 
fortalecimiento de la organización social ofe-
rente del servicio.  
 
En síntesis a fin de que el ecoturismo pueda 
también ofrecer en el largo plazo un servicio 
ambiental y ser una alternativa para la eco-
nomía de las comunidades, es necesario con-
siderar aspectos como los siguientes: la con-
cientización y procesos educativos perma-
nentes sobre cómo conservar el paisaje; rein-
versión en el servicio ambiental; asistencia 
técnica frecuente; regulación de la demanda 
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Los oferentes de los servicios ambientales en 
los casos analizados muestran semejanzas y 
diferencias. Algunos son forestales 
(UZACHI), otros tienen más vocación agro-
pecuaria (Fondo BioClimático, Selva Mari-
nero) y otros son, o eran, pescadores (Ma-
zunte, Ventanilla). Culturalmente son emi-
grados de comunidades indígenas tradicio-
nales, por lo que los elementos básicos de 
vida comunitaria, incluyendo la “propiedad 
social” y cultura comunitaria (fiestas patro-
nales, etc.), siguen con una fuerza organiza-
cional preponderante.  
 
MODALIDAD DE MANEJO Y  
CAPACIDAD ORGANIZATIVA 
 
Aunque la forma de manejo de los recursos 
varia desde un manejo individual como en 
el Fondo BioClimático a una fuertemente co-
lectivo como en UZACHI, el factor determi-
nante para la conservación y aprovecha-
miento sustentable de los recursos parece ser 
la capacidad de organización.  
 
Mientras UZACHI muestra una capacidad 
organizativa y de acción colectiva muy fuer-
te, en Mazunte el debilitamiento organizati-
vo también debilita la gestión ambiental al 
grado que se amenaza la sostenibilidad del 
proyecto. En el Fondo BioClimático la expe-
riencia se ha desarrollado en propiedades 
individuales, pero la capacidad de organiza-
ción de PAJAL, asesorada por AMBIO, ha 
permitido avanzar el esquema de servicios 
ambientales.  
El caso más relevante de este estudio de ma-
nejo comunitario - UZACHI - integra predi-
os comunales de cuatro comunidades y ha 
desarrollado la capacidad de controlar y 
normar el aprovechamiento de una propie-
dad común. De esa manera, logra aprove-
char sustentablemente el bosque y comienza 
a integrar la producción de servicios am-
bientales derivados de estos bosques. No 
obstante, los casos donde la propiedad se 
maneja más bien de forma individual (Fon-
do BioClimático, Selva de Marinero y Ven-
tanilla), muestran que también son viables 
los esquemas de PSA.  
 
UZACHI es también el caso que mejor ilus-
tra la importancia de la apropiación, control 
y gestión del territorio como base para una 
estrategia que busca ampliar la oferta pro-
ductiva mediante componentes vinculadas a 
la oferta de servicios ambientales; pero tanto 
en Selva del Marinero, como en Ventanilla 
también se da esta condición. En el modelo 
del Fondo BioClimático no se enfatiza esta 
componente territorial; sin embargo, el mo-
delo está enmarcado en ejidos o comunida-
des en gran parte indígenas que cuentan con 
un concepto fuerte de territorialidad. 
 
La dotación de recursos y la escala en la que 
se aplican los esquemas de PSA no parece 
ser tan determinante, pues tanto en escalas 
pequeñas de una hectárea como en escalas 
territoriales mayores es posible adaptar es-
quemas de PSA, de modo que su sostenibi-
lidad parecen depender más de la capacidad 
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organizativa y del nivel de control territorial 
o predial que de la escala misma.39  
 
PAPEL DE LOS INTERMEDIARIOS 
 
Lo innovador del PSA y su complejidad re-
quiere de intermediarios que desempeñan 
las diversas funciones que requiere el proce-
so, entre ellas, la investigación previa, asis-
tencia técnica, gestión de fondos, certifica-
ción, promoción y venta. El cuadro 5 mues-
tra las funciones de cada uno de los inter-
mediarios identificados en nuestros casos. 
 
La investigación es necesaria para identificar 
y posiblemente cuantificar el servicio am-
biental. La promoción, gestión de fondos y 
venta también son críticas. En el caso del 
Fondo BioClimático, su creación en gran 
parte obedeció a la necesidad de cubrir tales 
funciones. UZACHI participó en la creación 
de Servicios Ambientales de Oaxaca (SAO) 
como asociación conjunta de organizaciones 
sociales y de asesoría técnica para promover 
la venta de servicios ambientales y de asis-
tencia técnica. El Fondo BioClimático se 
apoya en una organización altamente espe-
cializada, AMBIO, para las tareas de asesoría 
técnica. UZACHI por sí misma y a través de 
ERA y otras instituciones cuenta con un res-
paldo técnico integral que ha permitido dar-
le soporte al proyecto de gestión integral del 
territorio. 
 
La creación de instancias de certificación o el 
fortalecimiento de las que ya existen tam-
                                                        
39 UZACHI con una población de 5,300 habitantes ma-
neja 26,110 ha de territorio de una riqueza natural 
abundante (casi 5 ha por habitante). En Selva del Ma-
rinero el ejido López Mateos cuenta con 480 ha, 30 
familias (quizá menos de 3 ha por habitante) y una es-
cala muy pequeña de operación. En Mazunte se está 
superando la capacidad de carga. No así en Ventani-
lla. En Chiapas, se cuenta con al menos 4 o 5 ha y se 
pueden dedicar una para plantar árboles. 
bién es clave. Idealmente, la asistencia técni-
ca y la certificación deberían estar a cargo de 
instancias independientes. Sin embargo, en 
la práctica, la función de “aval-con-
asistencia técnica” es una manera más eco-
nómica de proceder al inicio.  
 
La relación entre organizaciones intermedia-
rias y las comunidades u organizaciones 
campesinas que atienden, no está exenta de 
conflictos. En Mazunte, ECOSOLAR se en-
frentó a conflictos con las autoridades loca-
les e incluso las estatales por insistir en man-
tener la orientación ambiental en el proyecto 
turístico. Al final, la conflictividad generada 
desembocó en el retiro de ECOSOLAR. En 
PAJAL hubo conflictos porque la organiza-
ción quería que los técnicos trabajaran en 
otras líneas además de captura de carbono. 
El conflicto se resolvió creando AMBIO co-
mo instancia independiente de PAJAL.  
 
En todo caso, los conflictos son intrínsecos a 
los procesos sociales. Lo fundamental es la 
construcción de alianzas estratégicas entre 
organizaciones (en particular sociales con 
civiles). La manera cómo se maneja el con-
flicto es lo que puede darle mayor o menor 
éxito a una relación entre organizaciones so-
ciales-campesinas y organizaciones técnicas-
asesoras (para no hablar de los conflictos in-
ternos en ambas).  
 
Lo cierto es que la falta de capacidad organi-
zacional pone en riesgo la permanencia del 
servicio ambiental, por lo que es necesario 
promover la capacidad organizativa en los 
proyectos de PSA. Si consideramos a la or-
ganización como un factor en el que sí po-
demos intervenir, hay que invertir priorita-
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Cuadro 5 
Intermediarios en los procesos de PSA 










































UNAM asesores y 
Proyecto Santa 
Marta 
dos asesores UNAM asesores no hay Directa 
EL MERCADO  
Y OTRAS CONSIDERACIONES  
 
Actualmente, la oferta de los servicios am-
bientales por parte del campesinado presen-
ta limitantes en México, no tanto por la falta 
de acceso a los recursos naturales, sino por 
cuestiones de índole social. Frente a la ten-
dencia de querer identificar “la comunidad” 
como la colectividad natural para prestar los 
servicios ambientales, es preciso reconocer 
que las comunidades mexicanas están en 
procesos de creciente diferenciación – y has-
ta contradicciones – en lo político partidista, 
lo religioso, y hasta de clase económica.  
 
La alternativa que muestran algunos de los 
casos presentados, es trabajar con grupos 
organizados, pero sin intentar forzar un tra-
bajo colectivo que no esté basado en la vo-
luntad individual de sus participantes. Pero 
incluso trabajando con grupos voluntarios 
de campesinos, abundan problemas organi-
zacionales comunes a proyectos de desarro-
llo. Por ejemplo, resulta siempre difícil defi-
nir e implementar las reglas de reparto de 
ingresos frente a la cantidad y calidad de 
participación. Los problemas administrati-
vos son también frecuentes y pueden llevar 
a las organizaciones a la crisis. Los casos se-
ñalan que la capacitación y asistencia técnica 
son capaces de solucionar la mayoría de los 
problemas organizacionales,  pero que su 
costo solamente se recupera cuando se des-
cuenta en el largo plazo. 
 
En cuanto a la demanda, con excepción de 
UZACHI, la estrategia adoptada en los casos 
estudiados fue llegar a la organización cam-
pesina con una demanda inicial identificada. 
Para seguir incentivando a las organizacio-
nes, y masificar la estrategia, es necesario 
fortalecer la demanda, por lo que las estrate-
gias de comercialización son prioritarias. 
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Aquí resulta relevante la estrategia de com-
binar los mercados de servicios ambientales 
con los mercados de comercio justo o solida-
rio con los campesinos, las campesinas, y los 
indígenas. En la misma lógica, resulta im-
portante juntar productos y/o servicios 
(“bundling”) lo que supone más un esfuerzo 
de comercialización que de producción. Es 
decir, probablemente al producir un servi-
cio, hay otros que se producen simultánea-
mente o que cuesta poco añadir, pero signi-
fica abrirse a otros compradores potenciales.  
 
En esta etapa, los mercados de PSA requie-
ren una fuerte intermediación, particular-
mente en lo relacionado a su mercadeo. Las 
organizaciones civiles tienen una ventaja 
comparativa en ese sentido, aunque esta 
función es susceptible de malentendidos, en 
parte por los altos costos de una ONG en 
comparación con la de una organización 
campesina. Lo fundamental como se men-
cionó arriba, es la construcción de la alianza 
estratégica, sin la cual no tiene validez la in-
termediación de la organización civil. 
 
Si bien algunas estrategias de PSA se inser-
tan en procesos globales, como en el caso de 
captura de carbono, también hay mercados 
locales/nacionales para algunos servicios, 
sobre todo servicios hídricos y ecoturismo. 
En principio, pareciera sensato privilegiar 
estos mercados locales primero. Por su natu-
raleza, el control del ciclo hídrico es funda-
mentalmente un mercado nacional o regio-
nal. Los compradores potenciales más im-
portantes en México son la Comisión Fede-
ral de Electricidad y la Comisión Nacional 
de Agua. Para la venta de servicios hídricos 
a nivel regional, el empoderamiento de los 
Consejos de Cuenca y la política de descen-
tralización y devolución de poderes a los 
gobiernos locales podría crear un contexto 
favorable. Por otra parte, existe un mercado 
nacional importante para el ecoturismo.  
 
En cualquier caso, no debe olvidarse que los 
proyectos de PSA no pueden sustituir las ac-
tividades económicas actuales (agricultura, 
ganadería, artesanía, venta de mano de obra, 
y demás elementos del conjunto de estrate-
gias del campesinado). El PSA representa 
más bien una oportunidad más para diversi-
ficar las estrategias de vida.  
 
APROPIACIÓN DE PSA 
 
La apropiación de las estrategias de PSA de 
parte de los oferentes es una condición nece-
saria para su éxito. El cuidado al bosque, u 
otro servicio ambiental, son congruentes con 
la cosmovisión campesina que es profunda-
mente ecológica, pero el salto conceptual re-
querido para PSA es la exigencia de un pago 
justo por el servicio ambiental que se realiza 
gracias a las decisiones y actividades de esos 
campesinos. El reclamo de ese pago, es por 
tanto evidencia de la apropiación, así como 
también la disposición de invertir recursos 
(dinero, trabajo, etc.) para garantizar la pro-
visión del servicio y la perduración de las 
actividades comprometidas con PSA.  
 
En la práctica, en la mayoría de los casos, las 
experiencias de PSA se han introducido en-
tre el campesinado promoviendo la reivindi-
cación político-ambiental (el papel del cam-
pesino como protector del entorno ambien-
tal) y presentando la opción como una estra-
tegia especial de generación de ingresos (en 
lugar de la milpa, guardar bosque; en lugar 
de vender café, vender café-de-sombra).  
 
Cuando se separa el aspecto social del am-
biental aparecen problemas. Por ejemplo, en 
Mazunte, frente a la oportunidad de hacer 
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la necesidad de limitar el mismo para respe-
tar una capacidad de carga ecológica, se sa-
crificó el último aspecto, lo que muestra una 
insuficiente apropiación. En Ventanilla, al 
ser los manglares menos atractivos que la 
playa, parecen existir mejores condiciones 
para un proyecto ecoturístico más duradero. 
La Selva del Marinero ofrece un caso de 
apropiación básica. Los campesinos están 
dentro de un área protegida y no tienen la 
libertad de escoger estrategias no-ecológicas 
como otros campesinos. Sin embargo, la in-
versión voluntaria es alta. 
 
El Fondo BioClimático incorpora en su dise-
ño una inversión para su sustentabilidad 
(una parte del pago de CC va a la instancia 
de asistencia técnica y hay monitoreo para 
asegurar el servicio ambiental como tal). En 
este caso, la apropiación puede medirse por 
el interés que han mantenido PAJAL y los 
participantes originales, así como por el inte-
rés de otras organizaciones en la región, de 
entrar en el proyecto de CC.  
 
Desde una lógica utilitaria, se podría pensar 
que ese interés busca ganar puntos con pro-
gramas gubernamentales que quieren aso-
ciar sus apoyos a acciones conservacionistas, 
o que el proyecto de CC resulta útil para ca-
lificarse para la certificación de café orgáni-
co. Pero, el nivel de interés de ingresar en el 
Fondo BioClimático – la cola de espera obli-
gó a establecer un Fondo de Reserva – apun-
ta a un interés más profundo y amplio. El 
discurso apunta a una verdadera preocupa-
ción por la extensa devastación ecológica y 
al compromiso por parte de muchos campe-
sinos de mantenerse como tal, en el campo, 
con los valores de cosmovisión indígena in-
clusive. Ello parece estar generando una 
apropiación real entre los participantes y 
otra, incipiente pero real, entre un número 
mucho más grande de productores.  
Finalmente, UZACHI es un ejemplo conso-
lidado de proyecto de desarrollo sustenta-
ble, diversificado, entre campesinos foresta-
les, donde la organización social, junto con 
las organizaciones civiles asociadas, han 
construido un proyecto económico cogruen-
te con la cultura indígena, gracias en parte a 
una lucha de reivindicación de sus derechos 
sobre los recursos naturales (el recurso ma-
derero que se había concesionado a compa-
ñías forestales). Estas son, sin duda, condi-
ciones muy propicias para la apropiación de 
PSA, como lo muestra el estudio de caso.  
 
MARCO INSTITUCIONAL Y POLÍTICAS 
 
Si bien el gobierno no muestra un compro-
miso importante con el PSA, ni en su aspecto 
ecológico-económico ni en su aspecto de 
apoyo al campesinado, existe un marco legal 
e institucional que está permitiendo y hasta 
promoviendo experiencias de PSA. Lo más 
relevante en ese segundo sentido es el papel 
que han jugado algunos programas guber-
namentales de subsidio que actúan en el 
campo como el PRONARE, Empleo Rural, 
PRODEFOR, en la etapa de arranque de los 
proyectos de PSA. Por ejemplo, los subsidios 
transferidos para el pago de jornales y el 
suministro de plantas y alambre en las refo-
restaciones han sido importantes para el 
proyecto de CC del Fondo BioClimático.  
 
El marco regulatorio ha sido importante pa-
ra desencadenar algunas iniciativas. La in-
tervención de SEMARNAP para establecer 
la veda de la tortuga, dio pie al desarrollo de 
la experiencia de ecoturismo en Mazunte y 
Ventanilla. El decreto de la Reserva de la 
Biosfera de los Tuxtlas favoreció el lanza-
miento del proyecto de ecoturismo en la Sel-
va del Marinero. La Ley Forestal de 1986 fa-
cilitó la apropiación de los bosques a las co-
munidades en Oaxaca y la integración de los 
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múltiples servicios ambientales del bosque 
en el esquema desarrollado en UZACHI.  
que el Estado juegue un papel más protagó-
nico, generando esquemas de incentivos que 
den mayor reconocimiento y valor a los ser-
vicios ambientales y participando como uno 
de los principales compradores de estos 
servicios.  
 
Los gobiernos locales han tenido un papel 
importante en impulsar los proyectos de 
PSA tanto en la Sierra de los Tuxtlas como 
en la costa de Oaxaca. El proceso de descen-
tralización y el mayor poder de decisión de 
los municipios sobre el uso presupuestal, 
hace pensar que tendrán un mayor peso pa-
ra definir el rumbo que puedan seguir los 
proyectos de PSA. Los gobiernos municipa-
les con iniciativa podrán jugar un papel im-
portante en gestionar fondos y en la venta y 
compra de los servicios ambientales que se 
produzcan en su jurisdicción, en particular 
en relación al mercado de agua.  
 
La SEMARNAT - el nombre de la secretaría 
de medio ambiente bajo el gobierno de Vi-
cente Fox -  se ha declarado a favor del enfo-
que de PSA y está trabajando en modificar a 
mediano plazo el marco jurídico y fiscal para 
favorecer una estrategia nacional de PSA, 
prioritariamente en áreas naturales protegi-
das. Por el momento se encuentran en una 
primera fase de investigación y de aplicación 
a nivel de programas piloto para desarrollar 
el esquema.41 No obstante,  es poco probable 
que el gobierno avance más allá de un com-
promiso provisional y limitado a la promo-
ción de experiencias piloto.  
 
En contraste en algunos casos el contexto 
institucional dificulta el proceso. En Mazun-
te, el gobierno del estado obstaculizó el pro-
ceso en varios momentos, pues no se com-
prendía la dimensión ambiental del turismo 
y se impulsaba un desarrollo convencional. 
La falta de claridad y las lagunas existentes 
en el marco jurídico respecto a los derechos 
de propiedad en el tema de bioprospección 
han incidido en agudizar la polémica que se 
está dando a nivel nacional y ha derivado 
incluso en acusaciones a las comunidades de 
la UZACHI. La regulación sobre el acceso a 
los recursos biológicos y genéticos es algo 
que todavía está en discusión.  
 
En cuanto a las organizaciones de la socie-
dad civil, varias organizaciones ecologistas – 
en alianza con las organizaciones indígenas 
y/o indigenistas – se oponen a la mercantili-
zación del ambiente y ven con sospecha, o 
rechazan energéticamente, las estrategias de 
PSA. Otras organizaciones civiles y otras 
dentro del movimiento campesino (definido 
de forma más clasista) perciben beneficios 
mayores en las estrategias de PSA. Falta – 
urgentemente – entablar un debate y pro-
mover consensos entre estos actores.   
El papel del Estado en la valoración econó-
mica de los servicios ambientales también 
requiere de una plena discusión. Algunos 
piensan que su papel debe ser sólo regula-
ción y la operación dejarse en manos del 
mercado.40 Otras visiones están a favor de 
                                                        
                                                                                
co Forestal para México 2025, Propuestas de Estrate-
gia para el Desarrollo Sustentable del Sector Forestal; 
12 de febrero de 2001. 
41 Entrevista con José Carlos Fernández director de la 
Dirección de Economía Ambiental y con Carlos Muñoz 
Director General de Investigaciones en Políticas y 
Economía Ambiental. 
40 “El papel del gobierno debería ser minimizado a lar-
go plazo, actuando principalmente como un catalizador 










Los casos presentados permiten vislumbrar 
oportunidades para convertir el PSA en un 
mecanismo de fortalecimiento de la econo-
mía campesina, pero también riesgos y retos 
fuertes que deben superarse para poder 
aplicar masivamente una estrategia de PSA 
en zonas campesinas mexicanas.  
 
Los casos estudiados sugieren que los es-
quemas de PSA pueden brindar beneficios 
como los siguientes: 
 
• Generar alternativas económicas com-
plementarias para las poblaciones cam-
pesinas y empoderarlas, reconociendo 
un valor agregado de su trabajo a favor 
de la conservación del ambiente; 
• Favorecer las articulaciones entre distin-
tos actores: productores, asesores técni-
cos, promotores y gestores de fondos, 
certificadores, instancias de investiga-
ción, etc.; 
• Incorporar a los productores al manejo 
de los recursos naturales con tecnologías 
de punta, incluyendo el cambio de uso 
de suelo de la agricultura hacia la fores-
tería, en condiciones ecológicamente 
frágiles; 
• Posibilitar estrategias nuevas de ventas a 
nivel nacional e internacional. 
Los casos también evidencian retos y riesgos 
asociados al PSA, como los siguientes:  
 
• La inseguridad e inestabilidad de los 
mercados; 
• La necesidad de entrar en cadenas frági-
les de intermediación, especialmente 
cuando se trata de mercados internacio-
nales; 
• Costos de transacción altos, en compara-
ción con propietarios individuales con 
grandes extensiones de terreno. 
En el caso de la cadena de intermediación, 
las funciones “intermediarias” son tres: acer-
car oferentes con compradores (comerciali-
zación), ofrecer asistencia técnica y agregar 
el valor de confianza en la calidad del pro-
ducto (certificación). Estas funciones suelen 
llevarse a cabo por instituciones profesiona-
les (ONG y posiblemente dependencias gu-
bernamentales), con gastos de operación 
más altos (en especial salarios) que los de los 
campesinos, reproduciendo una situación de 
alianza-con-tensión. Si bien, es una situación 
manejable (es familiar entre organizaciones 
sociales y organizaciones civiles), introduce 
un aspecto de inestabilidad inevitable – o un 
costo adicional.  
 
Es importante trabajar con campesinos en 
zonas alejadas y primordialmente agrícolas 
– aunque suponga costos de transacción más 
elevados – pues es allí donde hay más nece-
sidad de ingresos económicos complementa-
rios y donde se puede tener un mayor im-
pacto en los recursos naturales. El PSA pue-
de así generar ingresos complementarios pa-
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ra la economía campesina y conservar los re-
cursos naturales.  
 
De hecho, en una política integral hacia el 
campo mexicano, se podrían incorporar es-
quemas de apoyo a PSA junto a otros pro-
gramas de las instancias gubernamentales: 
SAGARPA (agricultura); SEMARNAT (me-
dio ambiente); SEDESOL (desarrollo social), 
el INI (pueblos indios), y otras dependencias 
asociadas al campo.  
 
Asimismo, surgen interrogantes respecto a 
la política nacional en los ejercicios de ima-
ginar PSA como estrategia importante para 
el sector campesino. Por ejemplo, ¿Pagará la 
Comisión Federal de Electricidad el servicio 
ambiental del que dependen sus presas? 
¿Privilegiará la Secretaria de Agricultura 
más al sector forestal que al agropecuario? 
¿Avalará el sector privado el pago de servi-
cios ambientales?  
 
Un condicionante importante que dificulta 
la introducción de PSA, es la falta de un con-
texto político propicio. A nivel global, por 
ejemplo, la no-ratificación del protocolo de 
Kioto por parte del gobierno de los Estados 
Unidos, ha dificultado la construcción del 
mercado de captura de carbono. 
 
Un riesgo, poco contemplado, es el éxito, 
como en el eco-turismo, donde fácilmente el 
aspecto turístico puede ganarle al aspecto 
ecológico. Como posible solución, se puede 
aumentar el trabajo dirigido a la apropiación 
de PSA, con sus valores profundos. Otra po-
sibilidad sería identificar a otros beneficia-
rios del ecoturismo además de los turistas, 
para que éstos destinaran parte de sus ga-
nancias a la reinversión en el ambiente.  
 
Una consideración fundamental tiene que 
ver con la propiedad de los recursos natura-
les donde se producen los servicios ambien-
tales. Hay un gran debate sobre la privatiza-
ción de la propiedad social (favorecida por 
los neo-liberales en el poder) y el manteni-
miento de la propiedad social (favorecido 
por la enorme mayoría de campesinos y mu-
chas organizaciones de la sociedad civil aso-
ciadas al campesinado). Los estudios de caso 
(UZACHI y Fondo BioClimático, en particu-
lar) muestran que es posible poner en mar-
cha estrategias de PSA para el beneficio de 
los campesinos y de los recursos naturales 
tanto donde prevalece la propiedad y el con-
trol comunitario, como en aquellas donde 
predominan la pequeña parcela familiar.  
 
La conclusión más importante es que el PSA 
necesita construirse sobre bases sólidas, con 
organizaciones (tanto sociales como civiles) 
eficientes, capaces de enfrentar crisis y so-
brevivir. Contar con la capacidad de 
incrementar la oferta y la demanda de 
servicios ambientales, y contar con la fuerza 
de incidencia en políticas públicas que 
merecen el sector campesino y los 
representantes del interés ecológico, son 
condiciones básicas para la extensión de las 
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ANEXO: 
MARCO INSTITUCIONAL PARA LA GESTIÓN DE  




El marco jurídico normativo que rige la gestión de 
los recursos naturales en México está disperso 
en varios instrumentos legales. El Artículo 27 de 
la Constitución sigue dando la definición básica 
del carácter nacional de la propiedad de los re-
cursos del país. En este espíritu patrimonial, el 
Estado, establece los medios para la constitución 
de la propiedad social (ejidos y los bienes comu-
nales de los pueblos indígenas) y privada. 
  
En 1971, se aprobó por primera vez una ley am-
biental consolidada dedicada estrictamente al 
control de la contaminación del aire, agua y mar. 
La Ley Federal de Protección del Ambiente 
(1982) incluyó provisiones para la protección y 
preservación de los ecosistemas, incluyendo por 
primera vez un marco legal para la protección de 
la flora, fauna, tierra y agua. Esta ley marcó tam-
bién el inicio de la conjugación de la conserva-
ción de los recursos naturales con el desarrollo 
socio-económico y coincidió con la conformación 
de una nueva secretaría federal con responsabi-
lidades ecológicas-ambientales, la Secretaría de 
Desarrollo Urbano y Ecología (SEDUE).  
 
En 1988 se aprobó la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente (LGEEPA), 
una de las más avanzadas de América Latina 
“por su carácter comprensivo y en particular por 
la introducción del ordenamiento ecológico, la 
evaluación del impacto ambiental y los planes de 
manejo, y por incorporar elementos participativos 
como la denuncia popular”.42 Sin embargo “no 
                                                        
42 Ver Instrumentos Económicos para la Gestión Am-
biental en América Latina y El Caribe, PNUMA/ 
SEMARNAP, México, 1998. 
prevé expresamente el uso de instrumentos eco-
nómicos dentro de la política ambiental”.43  
 
La LGEEPA fue enmendada a finales de 1996 
reflejando la sustitución de la “teoría del uso ra-
cional” por la “teoría del uso sustentable” de los 
recursos naturales. La ley: explicita el objetivo de 
lograr el equilibrio entre la sustentabilidad biofísi-
ca y la sustentabilidad socioeconómica; garantiza 
el derecho de todo ciudadano a vivir en un entor-
no adecuado para su desarrollo, salud y bienes-
tar; establece la preservación de la biodiversidad, 
el objetivo de prevención y control de emergen-
cias y contingencias ambientales, y mecanismos 
de coordinación entre instituciones gubernamen-
tales, y con el sector privado y de la sociedad ci-
vil. La LGEEPA ordenó descentralizar funciones 
a los gobiernos estatales, gobiernos locales y or-
ganizaciones sociales con supervisión del go-
bierno federal.44 (González y Gastelum). 
 
La ley forestal fue una de las leyes reglamenta-
rias del artículo 27 que más directamente expre-
sa el interés patrimonial nacional. Después de su 
primera edición, en 1884, ha sido modificada re-
petidas veces, incluyendo en 1986, 1992 y 1997. 
Una característica principal de la legislación fo-
restal es que impone un esquema de regulación 
al uso y disfrute de las existencias en las tierras, 
que incluye el mecanismo de autorización de 
aprovechamiento contra un Programa de Manejo 
Forestal, obligatorio y verificable. A partir de la 
                                                        
43 Ibid. 
44 Se creó la Coordinación General de Descentraliza-
ción de la SEMARNAP para dar seguimiento a la ini-
ciativa. Sin embargo, la institucionalización de funcio-
nes ambientales a nivel de los estados – y mucho más 




P A G O  P O R  SE R V I C I O S  AM B I E N T A L E S  Y  C O M U N I D A D E S  R U R A L E S  E N  L A S  AM É R I C A S 
Ley de 1992 se prohibió el cambio de uso del 
suelo forestal, lo que puso fin a la larga trayecto-
ria de las políticas de colonización y ampliación 
de la frontera agropecuaria. Sin embargo, la Ley 
Forestal fue restringida en cuanto a las disposi-
ciones orientadas hacia la producción y conser-
vación de los ecosistemas forestales. Una estra-
tegia promovida por el gobierno ha sido la crea-
ción de plantaciones madereras comerciales. 
Una industria marginal en la economía, se pro-
yectaba su expansión en hasta un millón de hec-
táreas en el sexenio terminando en 2000 (siendo 
una meta no alcanzada pero avanzada). 
 
La Ley Agraria que reglamentó la reforma neo-
liberal del Artículo 27 constitucional en 1992, es-
tableció las condiciones para la incorporación de 
las tierras de propiedad social al mercado y, de 
esa manera, para promover las inversiones en el 
campo. Al dar por terminado el reparto agrario, la 
reforma 1992 se centró principalmente en el for-
talecimiento del pleno derecho de propiedad en 
las tierras ejidales y en la seguridad en la tenen-
cia de las tierras privadas. Por otro lado, propor-
cionó el marco adecuado para integrar grandes 
unidades productivas, al permitir la asociación de 
predios privados, además de establecer un límite 
a la pequeña propiedad forestal.  
 
Respecto la gestión de los recursos naturales, 
los efectos de la reforma legal son varios. La 
mayor precisión y seguridad jurídica permiten 
una relación patrimonial más estrecha hacia las 
tierras del ejidatario, lo que podría promover un 
mayor cuidado por las tierras y podría también 
desalentar al colectivismo. De todas formas, has-
ta la fecha se han dado pocos casos de los eji-
dos que privatizan las parcelas. Con respecto a 
las tierras forestales, las modificaciones de ley 
también son equívocas. La ley da un trato de ex-
cepción a las tierras forestales, en el sentido de 
asegurar que sigan siendo poseídas en común y 
que, ante la posible terminación del régimen eji-
dal, hay una transferencia obligatoria a propiedad 
nacional. Es la indivisibilidad de las tierras fores-
tales. Desgraciadamente, la falta de involucra-
miento mayor de los ejidatarios y comuneros en 
un aprovechamiento sustentable legal del recur-
so forestal ha llevado a los propietarios sociales 
a frenar la regularización/privatización de sus te-
rrenos por miedo de perderlos; o a la deforesta-
ción inducida en los procedimientos de deslinde, 
titulación y certificación de parcelas, donde los 
ejidatarios desmontan con el fin de recibir las tie-
rras de manera individual y ante la interpretación 
de que el gobierno incautará los predios que no 
se encuentren bajo cultivo. 
 
La Ley de Vida Silvestre tuvo, entre sus objeti-
vos, crear las condiciones para el desarrollo de 
las Unidades de Manejo Sustentable (UMAS), 
instrumentos de control del aprovechamiento de 
organismos de vida silvestre. La venta de dere-
chos de cacería ha sido hasta ahora una de las 
más importantes aplicaciones de esta ley, incluso 
antes de emitida y su regulación ha conducido a 
la elevación muy sustancial de la captura de in-
gresos por los dueños de los recursos. Aunque 
hasta ahora las UMAS han tenido un desarrollo 
fundamentalmente en los ranchos privados del 
norte del país, esas experiencias han abierto un 
antecedente de venta directa de recursos de bio-
diversidad, con efectos positivos para el mejora-
miento de hábitat de animales y plantas, aún 
cuando éstos no se comercialicen. 
 
El proyecto de Ley de Conservación y Restaura-
ción de Suelos tiene una orientación principal-
mente inductora de prácticas sustentables del 
manejo de las tierras. Hace referencia expresa a 
la obligación gubernamental de atender priorita-
riamente áreas vulnerables y críticas de degra-
dación. Da cabida a la formación de mercados 
de servicios ambientales correspondiendo a la 
conservación de las cuencas hidrográficas, en 
donde se establecerían mecanismos de transfe-
rencias financieras a los gestores de las partes 
altas de las cuencas, con el objeto de incremen-
tar la infiltración y la regulación del régimen de 
escorrentía en las cuencas. 
 
La Ley de Aguas Nacionales debería proporcio-
nar el marco para la integración de las partes de 
las cuencas y pagar por los servicios ambienta-
les hidráulicos, principalmente a través de trans-
ferencias de derechos de aguas negociados y 
operados en el contexto de los Consejos de 
Cuenca. Esta ley, hasta ahora, no ha considera-
do la integración en los consejos y en la gestión 
de las cuencas a otros usuarios de la cuenca di-
ferentes de los usuarios del agua. La ampliación 
de este concepto es actualmente motivo de de-
manda por algunos sectores minoritarios de la 
sociedad. 
38 PROGRAMA SALVADOREÑO DE INVESTIGACIÓN SOBRE DESARROLLO Y MEDIO AMBIENTE 
 
 
 C O N T E X T O,  E X P E R I E N C I A S  Y  L E C C I O N E S  D E  M É X I C O 
México: Dependencias más importantes para la política ambiental 
Dependencia Características Comentarios/Efecto Ambiental 
SEMARNAT 
Dirección Forestal  
Dirección de Suelos 
Dirección Gral. de Reforesta-
ción 
Desarrollo regional con enfoque ambiental. Direc-
ción Forestal: incluye aprovechamiento no-
maderable  
incluye la gestión de los recursos naturales: conservación 
de suelos, la reforestación y la gestión de los aprovecha-
mientos forestales no maderables en zonas áridas 
Subdirección General de 
Consejos de Cuenca, Comisión 
Nacional del Agua. 
Formación y apoyo a consejos ciudadanos de 
cuencas 
Concientización sobre limitaciones del recurso hídrico e 
introducción de instrumentos ambientales para su cuidado
Comisión Nacional para el Co-
nocimiento y Uso de la Biodi-
versidad (CONABIO) 
Conocimiento y usos de la biodiversidad; peque-
ños apoyos a proyectos piloto de aprovechamien-
to 
Incluye atención a la Convención de Biodiversidad 
Dirección General de Vida Sil-
vestre, (Instituto Nacional de 
Ecología, INE) 
Gestión del aprovechamiento mediante las Uni-
dades de Manejo de Vida Silvestre (UMA) 
Servicios a comunidades campesinas comprometidas con 
la biodiversidad, incluido el cuidado sustentable y venta 
de especies  
Dirección General de Areas 
Naturales Protegidas, INE 
Atención a bioreservas y otras áreas protegidas Areas protegidas reconocen derechos limitados de habi-
tantes pre-existentes Un poco más de 1% del territorio es-
tá ya protegido  
Alianza 
 para el Campo 
Empleo, Equipamiento, establecimiento de prade-
ras, mecanización; Fondos aplicados por reem-
bolso 
Difícil acceso a los productores pobres y los habitantes de 
las áreas marginadas con mayor importancia ambiental. 
PROCEDE Certificación de parcelas y solares para mayor 
certidumbre y responsabilidad patrimonial 
Mayor sentido de responsabilidad sobre la tierra; en otros 
casos, concentración, que permite resolver limitaciones 
de escala y viabilidad; inducción de desmontes, espe-
cialmente en el Sureste. 
PRONARE (Programa Nacional 
de Reforestación) 
Reforestación: producción de plantaciones princi-
palmente y apoyo a campesinos Secretaría de 
Defensa absorbe hasta 35% del programa 
Proporciona plantas, financia aspectos de la revegeta-
ción. Criterios de focalización a veces restringe la partici-
pación social. 
Fideicomiso de Riesgo Com-
partido (FIRCO), de la Secreta-
ría de Agricultura y Ganadería 
(SAGAR, ahora SAGARPA)  
Financiar y promover prácticas y obras de con-
servación 
Ibid. 
SINDER Fondos para contratación de técnicos empadro-
nados.  
Existen deficiencias en la preparación de los técnicos en 
una orientación sustentable  
PROCAMPO Es el instrumento de apoyo al campesinado con la 
mayor cobertura. Ofrece pago directo acordado 
en US$100 de 1993 por ha 
Después de presionar el avance de la frontera agrícola al 
momento de la confección del padrón de usuarios, se ha 
estabilizado o aún tiende a la baja. Una regla obliga a los 
productores a mantener roturada su tierra. Pero un “Pro-
campo-Ecológico” pretende remediar en parte el sesgo 
anti-conservacionista. 
PRODEFOR Apoyos para realizar los estudios requeridos para 
la obtención de permisos de aprovechamiento. 
Incorpora a esquemas rentables y legales, superficies ar-
boladas. 
PROCYMAF 
(Prog. de Conservación y Ma-
nejo Forestal) 
Dar asesoría y ayuda económica para planes de 
manejo forestal y estudios de mercado para pro-
ductos no-maderables (incluyendo ecoturismo, 
hongos, etc.) 
Promueve participación local y regional, incluyendo coor-
dinación con las instancias de planeación del desarrollo 
municipales 
PRODEPLAN Reembolsos para plantaciones comerciales con 
una bolsa mayor específica para producción celu-
lósica y otra para otros fines. 
La complejidad de las gestiones, diseñadas para grandes 
operaciones, restringe el acceso a pequeños propietarios. 
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La Ley de Bioseguridad no se había concluido en 
agosto de 2000. Se puede señalar su importan-
cia para PSA en términos de la regulación de los 
derechos de propiedad intelectual, que son la 
base legal principal para los arreglos de venta de 
diversidad genética. El Tratado de Libre Comer-
cio de América del Norte (TLC), de 1994, contie-
ne un capítulo compatible con aspectos del pro-
yecto de Ley de Bioseguridad, que contemplan el 
tema de los derechos de propiedad intelectual y 
las patentes, que protege, en cierta manera, los 
organismos macroscópicos, aunque no los mi-
croorganismos y los principios bioquímicos de los 
organismos, los cuales pueden y han sido explo-
tados principalmente por las compañías farma-
céuticas. 
 
México ratificó la Convención Marco sobre el 
Cambio Climático en 1993 y ratificó el Protocolo 
de Kioto en abril de 2000. La Convención obligó 
a los signatarios a prevenir la acumulación de 
gases de efecto invernadero de manera que el 
desarrollo económico sustentable no se vea 
amenazado. El Protocolo de Kioto operativizó, de 
forma flexible, la Convención y estableció un sis-
tema mundial de comercio de reducciones certifi-
cadas. En 2000 México mantuvo una postura de 
apoyo al Mecanismo de Desarrollo Limpio, reco-
nociendo el peligro de una evasión de compro-
misos de la Convención Marco por parte de los 
países firmantes del Anexo I, pero “seguros, sin 
embargo, de que se puede cancelar por comple-
to este riesgo si acotamos los tipos de proyecto y 
los sometemos además al más estricto control 
metodológico, con reglas transparentes y riguro-
sas”. (Carabias y Tudela, 2000). México es de 
los pocos países en desarrollo que han realizado 
un Inventario Nacional de Emisiones de Gases 
de Efecto Invernadero, como parte de sus com-
promisos de la Convención y para la preparación 
de un Programa Nacional de Acción Climática, 
donde conservación y reforestación resultan es-
trategias claves tanto para disminuir las emisio-
nes de México como para proporcionar sumide-
ros de carbono.  
 
INSTITUCIONES Y PROGRAMAS 
 
Al establecer en 1988 la Secretaría de Desarrollo 
Urbano y Ecología (SEDUE), el gobierno mexi-
cano comenzó a reconocer la importancia estra-
tégica del cuidado de los recursos naturales, 
primero con un enfoque de contrarrestar la con-
taminación del agua y aire, y, desde la creación 
del Instituto Nacional de Ecología (INE) en 1988, 
se amplía su mandato para incluir la conserva-
ción de los recursos naturales.  
 
Los principales esfuerzos para la conservación 
fueron restrictivos del uso de los recursos natura-
les a través de reservas y vedas. Actualmente se 
reconocen 111 áreas protegidas que cubre casi 
el 10% del territorio, como la pieza clave de la 
política ambiental mexicana.  
 
En 1994 Areas Naturales Protegidas tuvo un 
presupuesto de aproximadamente US$3 millones 
y en 2000 fue US$157 millones. México comenzó 
a experimentar desde 1977, con un concepto 
más integral de áreas protegidas que reconocía 
algunos derechos de los pobladores que se en-
cuentran viviendo en ellas. En ese año, se esta-
bleció la Reserva de Montes Azules, en Chiapas, 
como la primera de una serie dentro de la inicia-
tiva del UNESCO, “Man and the Biosphere”. En 
la planeación de las Areas Naturales Protegidas 
recientemente han aparecido estrategias de 
promoción de pagos por servicios ambientales, 
como forma de financiar los costos del gobierno 
en vigilancia, señalización, etc. (Gómez-Pompa y 
Kaus, 1998) 
 
Después de la Cumbre de la Tierra en 1992 se 
impulsó la integración de la política ambiental 
dentro de una secretaría de estado. La Secreta-
ría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y 
Pesca (SEMARNAP), creada en 1995, represen-
tó un esfuerzo por racionalizar los programas re-
lacionados con los recursos naturales y la biodi-
versidad, y tuvo la pretensión de incorporar las 
preocupaciones ambientales como una de las 
prioridades dentro de la coyuntura del ajuste 
económico. SEMARNAP juntó la cartera de la 
SEDUE, INE, la Procuraduría Federal de Protec-
ción al Ambiente (PROFEPA) y otras dependen-
cias relacionadas con la gestión del agua y la 
conservación de suelos y forestal de la antigua 
Secretaría de Agricultura, Ganadería y Recursos 
Hidráulicos. 
 
Como el tercer país más beneficiado por el Ban-
co Mundial, México refleja las influencias de esa 
instancia. En particular, la Política Forestal de 
1991 del Banco se vió reflejada parcialmente en 
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la práctica gubernamental. Puntos importantes 
en dicha política son: (a) Hacer préstamos úni-
camente para forestación a gobiernos compro-
metidos con la conservación de sus bosques, (b) 
No invertir en actividades madereras en bosques 
húmedos tropicales primarios, y (c) Involucrar a 
los pueblos respecto el establecimiento de áreas 
naturales protegidas y plantaciones forestales.  
 
Sin desconocer el paso significativo que se abrió 
para la consideración e implementación de políti-
cas ambientales, la SEMARNAP – renombrado 
Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales, SEMARNAT en 2001 – es una iniciativa en 
construcción.  
 
Primero, sigue una dispersión de responsabilida-
des entre varias instituciones gubernamentales 
en el área ambiental, incluyendo las secretarías 
de agricultura, reforma agraria, de desarrollo, las 
comisiones de agua y luz, entre otras.  
 
Segundo, la SEMARNAP no fue facultada, ni po-
lítica ni económicamente para coordinar las dis-
tintas dependencias, como en algún momento se 
imaginó.  
 
Finalmente, la SEMARNAP se ha visto acotada 
por la acción de la Secretaría de Hacienda y la 
de Comercio. En efecto, las objeciones de 
Hacienda con respecto a las políticas que ponen 
en riesgo el balance de ingresos y egresos na-
cionales tienden a prevalecer en las negociacio-
nes políticas. Consecuente con la preocupación 
por la competitividad internacional, la Secretaría 
de Comercio ha tenido una voz determinante en 
el mismo sentido. Por ejemplo, esta Secretaría 
estableció una figura de “Manifestación de Im-
pacto Regulatorio” que incluye el requisito de la 
evaluación de costo/beneficio en las propuestas 
normativas, como las Normas Oficiales Mexica-
nas (NOM).  
 
Se han dado momentos de debate público en 
tiempos recientes que permiten entender los fac-
tores políticos y sociales que influyen sobre la 
elaboración de políticas ambientales. Por el lado 
positivo, es notable que Julia Carabias Lillo, una 
ecologista con una trayectoria distinguida dentro 
de las ONG, fuera seleccionada, y se mantuvo 
hasta el final del sexenio, como responsable de 
SEMARNAP. Posibilitó la incorporación en el go-
bierno de un equipo de expertos/as ecologistas 
provenientes de las ONG y la academia. Como 
saldo de esta experiencia, se ampliaron las áreas 
protegidas, se negociaron préstamos importantes 
con los bancos multilaterales para programas fo-
restales y hubo campañas fuertes de concienti-
zación pública alrededor de los incendios foresta-
les, el peligro la escasez del agua y otros temas.   
 
El gasto público dirigido hacia el campo se redujo 
en un 75% en las últimas dos décadas. 
(AMUCSS, ANEC, et al.). En ese contexto, se 
definieron dos programas principales para el 
campo. La Alianza para el Campo destinada a 
los productores rurales considerados viables pa-
ra la promoción de la inversión. El PROCAMPO 
estuvo focalizado en productores de menos via-
bilidad económica y otorga un subsidio directo 
basado en el área de cultivo de granos básicos. 
Fue el principal destino del presupuesto de egre-
sos del campo, llegando a más de mil millones 
de dólares anuales, según el Presupuesto de 
Egresos 2000. Vale mencionar que también se 
formularon programas destinados a la reforesta-
ción, en forma de plantaciones de parte de inver-
sionistas medianos y grandes. 
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